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En el marco de la globalización, los tratados bilaterales de inversión y los tratados de libre 
comercio, aparecen en la escena internacional nuevas personas jurídicas que realizan 
actividades económicas en más de un país a las cuales se les ha nominado empresas 
transnacionales. Estas entidades se han convertido en un referente ambivalente: en la 
economía mundial, se han posicionado como actores importantes de poder mientras que en 
materia de derechos humanos son entes que en su mayoría desconocen y vulneran la 
normatividad internacional y de los países destino, sin tener un instrumento jurídico que las 
regule.  
 
De ese modo, la actividad transnacional se encuentra en una contradicción latente, ya que 
mientras avanza en la liberalización del comercio, fomenta la inversión extranjera y permite 
el flujo constante de bienes y servicios por medio de la eliminación de barreras tributarias; 
asimismo, permite y en algunos casos consciente aumentos en las jornadas de trabajo, 
despidos injustificados, contratación a menores de edad, contaminación ambiental y 
patrocinio a grupos criminales con el fin de obtener seguridad privada privilegiada. 
 
Así, luchas que ya se daban por ganadas en materia laboral como las jornadas laborales de 
ocho horas y el reconocimiento de horas extras, son desconocidas por estas empresas, quienes 
se imponen de forma arbitraria ante las legislaciones nacionales, salvándose de ser 
investigadas o sancionadas, ya que, las personas jurídicas no responden por violaciones a los 
derechos humanos, por lo que su sanción -de darse- solo es en materia civil, comercial y 
societaria. 
 
Denuncias sobre daños ambientales y violaciones a derechos humanos han llamado la 
atención del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, quien se encuentra en 
contraposición de entidades como la Organización Mundial del Comercio, el Banco Mundial, 
el Fondo Monetario Internacional y las grandes potencias, que protegen y tutelan a estas 
transnacionales. 
 
Empresas como la United Fruit Company y Drummond en Colombia, Texaco en Ecuador, 
Vale en Brasil, Montana Exploradora en Guatemala, Cargill en México, Nestlé en África, 
Phillip Morris en Australia y Uruguay, son algunos ejemplos de las cientos de empresas 
transnacionales, que prueban del espejismo de la responsabilidad internacional, al haber 
perpetrado violaciones a los derechos de los trabajadores, al medio ambiente y en general a 
los derechos humanos, sin consecuencias jurídicas directas, ya que los tribunales internos de 
los Estados son incapaces de juzgarlas y sancionarlas, y los tribunales internacionales carecen 




Sumado a lo anterior, existe un debate inacabado sobre la naturaleza jurídica y subjetividad 
de estas empresas tanto a nivel nacional como internacional, que las exime de deberes y 
obligaciones en derechos humanos, aun cuando se han hecho un sin número de intentos por 
comprometerlas con unos mínimos esenciales en materia laboral, ambiental y de derechos 
humanos. 
 
En vista de esta situación, en el plano internacional se han venido presentado graves 
denuncias que han detonado en una alarma mundial sobre la impunidad de estas empresas en 
materia de derechos humanos y la existencia de un vacío jurídico frente a su responsabilidad, 
ya que las obligaciones que tienen actualmente en materia de derechos humanos se 
circunscriben a disposiciones que la doctrina ha denominado como soft law,1 que conllevan 
una intención de comprometer a respetar unos estándares sociales y ambientales por la vía 
del consenso y la voluntariedad, pero que debido a la falta de aceptación y voluntad política 
por parte de los Estados, no prevén mecanismos de sanción. 
 
Respecto a lo anterior, el contexto colombiano no es la excepción, de hecho, Colombia como 
Estado inmerso en un conflicto armado no internacional reúne una serie de características 
geográficas, políticas y sociales que han permitido que las violaciones a los derechos 
humanos por parte de las empresas transnacionales queden en la impunidad, en virtud de la 
inexistencia de marcos normativos que responsabilicen el actuar de estas empresas y la poca, 
por no decir, la nula voluntad política por parte de los gobiernos de turno frente a la 
implementación de políticas públicas y la adopción de normas que permitan una real y 
efectiva responsabilidad de estas empresas por violaciones a los derechos humanos. 
 
En ese sentido, esta investigación se centra en responder ¿cuál es la responsabilidad jurídica 
que tienen las empresas transnacionales en materia de derechos humanos en Colombia? a 
través de la aproximación a la noción de responsabilidad internacional por violaciones a los 
derechos humanos existente, las propuestas de soft law y hard law que se han desarrollado a 
lo largo del siglo XX en materia de responsabilidad de las empresas a nivel internacional y 
regional, para finalmente, identificar y analizar el caso colombiano sobre la responsabilidad 
jurídica de las empresas transnacionales, y así demostrar el espejismo que existe alrededor 
de la responsabilidad de estas empresas, dado que la comunidad internacional y los Estados 
en sí mismos se han centrado en crear marcos no vinculantes de responsabilidad para las 
transnacionales los cuales en la práctica resultan inoperantes y carecen de efectividad como 




1 Para Toro Huerta (2006) “el término es usualmente empleado por la doctrina para describir principios, reglas, estándares 




APROXIMACIÓN AL CONCEPTO DE RESPONSABILIDAD  
INTERNACIONAL POR VIOLACIONES DE DDHH 
 
La responsabilidad internacional constituye todavía un gran desafío para los sujetos y actores 
del escenario mundial, por un parte, porque el derecho internacional ha venido 
transformándose, dejando atrás algunos conceptos clásicos de institucionalización y 
subjetividad; y por otra parte, porque son pocos los instrumentos jurídicos que desarrollan la 
responsabilidad internacional, debiendo así, sus grandes avances a las prácticas 
consuetudinarias y a los progresos doctrinales y jurisprudenciales sobre el tema. 
 
Entendiendo esa trascendencia histórica y conceptual, este capítulo realizará una 
aproximación a la noción de responsabilidad internacional desde los diferentes sujetos y 
actores que interactúan en el escenario internacional, con el propósito de evidenciar el vacío 
jurídico que existe alrededor de la responsabilidad internacional de las empresas 
transnacionales. 
 
I. La Responsabilidad Internacional del Estado: del deber de reparar al hecho 
internacionalmente ilícito 
 
La responsabilidad internacional ha tenido una gran evolución en la última mitad del siglo 
XX pasando de una concepción clásica a una moderna. La primera noción de responsabilidad 
internacional consistente en “la obligación de resarcir a quien se le hubiera causado un daño 
siempre que hubiera habido culpa o negligencia del causante” (Casanovas & Rodrigo, 2016, 
p. 511), limita la responsabilidad única y exclusivamente a la obligación de reparar, como lo 
menciona Crawford, Pellet & Olleoson (2010): 
 
The wronfulg act, that is to say, generally speaking, the violation of an international 
obligation, is thus accompanied by the appearance of a new legal relationship between 
the State to which the act is imputable, which is obliged to make reparation, an the State 
which respect to which the unfulfilled obligation existed, which can demand reparation 
(p.5).  
 
Este concepto es adoptado por algunos tribunales internacionales como lo menciona Molteni 
(2017) quien cita a la Corte Permanente de Justicia Internacional en el caso Chorzow, donde 
declaró, 
 
“Es un principio de Derecho Internacional que la violación de un compromiso supone 
la obligación de reparar en forma adecuada, la reparación es pues, el complemento 
indispensable en la aplicación de un convenio, sin que sea necesario que figure en el 
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convenio mismo”. Es decir, que para el tribunal la violación de una obligación y el deber 
de reparar son dos nociones jurídicas que se identifican (p.44). 
 
En consecuencia, la responsabilidad internacional en su principio siempre estuvo ligada al 
deber de reparar como se evidencia en los primeros procesos de codificación. Ejemplo de 
ello, es el Proyecto de convención sobre la responsabilidad internacional de los Estados por 
daños causados a los extranjeros, preparado por la Harvard Law School en 1961, que en su 
artículo primero dispuso: 
 
1. Un Estado será internacionalmente responsable de todo acto u omisión que, según el 
derecho internacional, sean ilícitos, sean imputables a ese Estado y causen daños a un 
extranjero. Todo Estado responsable de dicho acto u omisión estará obligado a reparar 
el daño al extranjero damnificado, a un extranjero que reclame en su nombre o al Estado 
competente para presentar una reclamación en nombre del reclamante particular. 
 
Los intentos de codificación sobre la responsabilidad internacional de los Estados no han sido 
pocos, ya que “tanto en el plano regional como en el plano universal, la responsabilidad ha 
sido uno de los primeros temas que se han examinado y se han inscrito en el orden del día de 
los programas acordados” (Ago, 1970, p.2). No obstante, es hasta el año 2001, que en la 
octogésima quinta sesión plenaria de la Asamblea General de Naciones Unidas, por medio de 
la Resolución 56/83 se acoge y aprueba el proyecto de artículos sobre Responsabilidad del 
Estado por hechos internacionalmente ilícitos propuesto por la Comisión de Derecho 
Internacional (CDI), los cuales, aunque no han sido incorporados en un tratado internacional, 
son invocados con frecuencia por los tribunales internacionales y distintos doctrinantes, 
otorgándoles así el carácter consuetudinario.  
 
Por lo tanto, la noción moderna de responsabilidad internacional se circunscribe a la 
definición plasmada en el artículo 1° del proyecto de artículos de la CDI, la cual establece 
como fundamento de la responsabilidad, el hecho internacionalmente ilícito, al señalar,  
 
Artículo 1: Responsabilidad del Estado por sus hechos internacionalmente ilícitos.  
Todo hecho internacionalmente ilícito del Estado genera su responsabilidad 
internacional. 
 
En ese sentido, un hecho internacionalmente ilícito es el “resultado de un comportamiento 
atribuible a un Estado consistente en una acción u omisión que constituye una violación de 
una obligación internacional de ese Estado” (Casanovas & Rodrigo, 2016, p.515). Bajo esa 
premisa, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) en el caso Montero 
Aranguren y otros contra Venezuela, acoge el concepto propuesto por la CDI y aprobado por 
la Asamblea General de Naciones Unidas, al mencionar en la sentencia del caso que, “al 
producirse un hecho ilícito imputable a un Estado, surge de inmediato la responsabilidad 
internacional de éste por la violación de la norma internacional de que se trata” (párr. 196). 
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Este Tribunal también ha señalado que la responsabilidad internacional subsiste frente a los 
cambios de gobierno, ya que,  
 
según el principio de derecho internacional de la identidad o continuidad del Estado, la 
responsabilidad subsiste con independencia de los cambios de gobierno en el transcurso 
del tiempo y concretamente, entre el momento en que se comete el hecho ilícito que 
genera la responsabilidad y aquel en ella es declarada (González, 2013, p.7). 
 
Esta nueva concepción de responsabilidad internacional para autores como Crawford, Pellet 
& Olleoson excluye el daño como condición para la responsabilidad, ya que, tras la lectura 
del artículo 2° del proyecto de artículos de la CDI aparecen nuevos elementos condicionantes 
para determinar la existencia de un hecho internacionalmente ilícito imputable a un Estado: 
el incumplimiento y la atribución. 
 
Artículo 2: Elementos del hecho internacionalmente ilícito del Estado 
Hay hecho internacionalmente ilícito del Estado cuando un comportamiento consistente 
en una acción u omisión: 
a) Es atribuible al Estado según el derecho internacional; y 
b) Constituye una violación de una obligación internacional del Estado. 
 
Otros autores identifican estos elementos como criterios objetivos y subjetivos. El criterio 
objetivo en ese sentido se refiere a la acción u omisión realizada por un Estado que constituye 
una conducta violatoria que genera el “incumplimiento de una obligación de cualquier fuente 
y de carácter tanto bilateral como multilateral” (González, 2013, p.8). El artículo 12 del 
proyecto de artículos de la CDI señala que, “hay violación de una obligación internacional por 
un Estado cuando un hecho de ese Estado no está en conformidad con lo que de él exige esa 
obligación, sea cual fuere el origen o la naturaleza de esa obligación”. Es decir, existe 
violación de una obligación internacional cuando “el comportamiento de un Estado sea 
incompatible, contrario, no conforme o incumple lo que esa obligación exige al Estado” 
(Casanovas & Rodrigo, 2016, p. 519). 
 
Los artículos siguientes, pertenecientes al Capítulo III Violación de una obligación 
internacional del proyecto de artículos de la CDI, establecen las condiciones y características 
que se deben tener en cuenta a la hora de determinar la responsabilidad internacional de un 
Estado por violación de una obligación internacional. 
 
De esa forma, la primera condición que se plantea es la referente a la temporalidad o vigencia 
de la obligación internacional, contemplada en el artículo 13, la cual en pocas palabras 
establece que la obligación internacional debe estar vigente al momento en que un Estado 
realiza una conducta violatoria sobre esta. La Corte Internacional de Justicia sobre este 
particular manifestó que, “la conformidad de un acto con el Derecho Internacional no puede 
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ser determinada nada más que en relación con el derecho en vigor en el momento en el que 
dicho acto se ha producido” (Corte Internacional de Justicia, Sentencia Alemania c. Italia, 
2012, pár. 58). 
 
El artículo 14 referente a la extensión en el tiempo de la violación de una obligación 
internacional estipula tres supuestos, el primero concerniente a la violación consumada, 
donde esta tiene lugar al momento en que se produce el hecho. 
 
El segundo supuesto, referido a la violación de una obligación internacional de carácter 
continuo, indica que esta se puede extender “durante todo el período en el cual el hecho 
continúa y se mantiene su falta de conformidad con la obligación internacional” (art. 14.1). 
Entre los casos citados en los comentarios del proyecto de artículos, mencionados por 
González (2013) se encuentran: “mantener en vigor disposiciones legislativas incompatibles 
con las obligaciones contraídas por el Estado, la desaparición forzada de personas, la 
incautación ilícita de bienes de manera continuada” (p.64). 
 
El tercer y último presupuesto del artículo 14, consiste en el deber de prevenir un 
acontecimiento, ya que de darse, se configuraría una violación de una obligación 
internacional, la cual permanecerá el tiempo que el acontecimiento continúe. 
 
Este capítulo sobre violación de una obligación internacional termina con la violación 
consistente en un hecho compuesto, contemplado en el artículo 15, la cual se produce cuando 
“la acción u omisión que, tomada con las demás acciones u omisiones, es suficiente para 
constituir el hecho ilícito” (art. 15.1). Por ejemplo, “la decisión del tribunal de primera 
instancia quizá sea la primera de una serie de acciones que, en definitiva, habrá de 
determinarse en conjunto como internacionalmente ilícita” (Naciones Unidas, 2001). 
 
Por su parte, el criterio subjetivo consiste en la atribución de una conducta contraria a una 
obligación internacional por parte de un Estado, la cual,  
 
no requiere determinar, como ocurre en el derecho penal interno, la culpabilidad de sus 
autores o su intencionalidad y tampoco es preciso identificar individualmente a los 
agentes a los cuales se atribuyen los hechos violatorios, sino que es suficiente demostrar 
que se han verificado acciones u omisiones que hayan permitido la perpetración de esas 
violaciones o que exista una obligación del Estado que haya sido incumplida por éste 
(Corte IDH, Sentencia Cantoral Huamaní y García Santa Cruz c. Perú, 2007, párr. 79). 
 
En ese sentido, el Capítulo II Atribución de un comportamiento al Estado del proyecto de 
artículos de la CDI, establece como hecho del Estado: (i) toda conducta realizada por 
cualquier órgano del Estado, ya sea, ejecutivo, legislativo o judicial (artículo 4); (ii) el 
comportamiento de una persona o entidad que no siendo considerada como órgano del Estado 
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se encuentre facultada por el derecho de ese Estado para ejercer atribuciones del poder 
público (artículo 5); (iii) el comportamiento de un órgano puesto a su disposición por otro 
Estado, siempre que ese órgano actúe en el ejercicio de atribuciones del poder público del 
Estado a cuya disposición se encuentra (artículo 6); (iv) la extralimitación en la competencia 
o contravención de instrucciones (artículo 7). 
 
Asimismo, se considera como hecho del Estado (v) el comportamiento de una persona o de 
un grupo de personas que actúan por instrucciones o bajo la dirección o el control de un 
Estado (artículo 8); (vi) el comportamiento de una persona o de un grupo de personas que 
ejercen atribuciones del poder público en ausencia o en defecto de las autoridades oficiales 
(artículo 9); (vii) el comportamiento de un movimiento insurreccional o de otra índole 
(artículo 10) y (viii) el reconocimiento y adopción de un comportamiento como propio del 
Estado (artículo 11).  
 
Ahora bien, el comportamiento de los particulares o de los individuos por regla general no es 
atribuible al Estado. Sin embargo, como toda regla general tiene una excepción, la de este 
caso se encuentra en la redacción final del artículo 8°, la cual hace referencia al 
“comportamiento de una persona o de un grupo de personas” que actúan “por instrucciones 
o bajo la dirección o el control de un Estado”. 
 
Estos actos, se ven reflejados en el accionar de grupos guerrilleros o paramilitares, pues en 
estos supuestos “sin perjuicio de la responsabilidad individual de quien comete el hecho, 
queda involucrada la responsabilidad del Estado cuyo gobierno lo ordenó, dirigió o controló” 
(Fernández, 2015, p.306). En esta primera parte, los individuos o particulares han actuado en 
el marco de acciones ejecutadas por el Estado o por connivencia de este. No obstante, también 
hay circunstancias en las que se evidencia la responsabilidad del Estado por omisión de sus 
deberes u obligaciones internacionales. Al respecto, la Corte IDH en el caso Albán Cornejo 
y otros contra Ecuador, se refirió a esta situación al explicar que “la responsabilidad estatal 
también puede provenir de actos realizados por particulares, cuando el Estado omite prevenir 
o impedir conductas de terceros que vulneren los referidos bienes jurídicos” (González, 2013, 
p.9). 
 
Una segunda excepción a la regla general se da por omisión de un deber general o específico 
de protección, nombrado por Fernández (2015) como debida diligencia o como deber de 
prevención por González (2013). Para Fernández (2015), la debida diligencia es un “estándar 
contemplado en ciertas normas que sirve para determinar si se ha violado o no la obligación 
internacional que la incluye”, citando como ejemplo “cuando un particular o un grupo de 
particulares causan daños a extranjeros, a sus bienes o a sus representaciones oficiales” dado 
que la “responsabilidad del Estado no nace porque se le atribuya al Estado territorial el acto 
lesivo llevado a cabo por los particulares, sino por la omisión de una obligación internacional, 
la de proteger” (p.307).  
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Para González (2013) el deber de prevención constituye una responsabilidad internacional 
del Estado, por falta de la debida diligencia para prevenir la violación realizada por un 
particular. Otro aspecto que trata esta autora es el deber de investigación con debida 
diligencia como conducta imputable de responsabilidad internacional del Estado por omisión 
en el caso de hechos ilícitos cometidos por particulares.  
 
Sobre esta situación, la Corte IDH expresó que la obligación de investigar “se mantiene 
cualquiera sea el agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, aún los 
particulares, si sus hechos no son investigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, 
auxiliados por el poder público, lo que comprometería la responsabilidad internacional del 
Estado” (Sentencia Kawas Fernández c. Honduras, 2009, párr. 78).  
 
En esa medida, la responsabilidad internacional del Estado por el comportamiento de los 
particulares “surge no de haber infringido la obligación internacional con la cual podría estar 
en contradicción el comportamiento del particular, sino la obligación general o específica que 
impone a sus órganos un deber de protección” (Ballesteros, 2016, p.65). 
 
Finalmente, una vez es demostrado que un Estado ha realizado una acción u omisión contraria 
o violatoria de una obligación internacional, surgen para este unas consecuencias jurídicas 
derivadas del hecho internacionalmente ilícito, las cuales son descritas en el artículo 30 del 
proyecto de artículos de la CDI: 
 
Artículo 30: Cesación y no repetición 
El Estado responsable del hecho internacionalmente ilícito está obligado: 
a) A ponerle fin, si ese hecho continúa; 
b) A ofrecer seguridades y garantías adecuadas de no repetición, si las circunstancias 
lo exigen. 
 
La cesación implica entonces, como lo menciona González (2013), ponerle fin al 
comportamiento ilícito ejercido por el Estado, la cual va dirigida principalmente a la víctima 
o víctimas de la violación, mientras que las seguridades y garantías de no repetición “cumplen 
una función preventiva dirigida a la sociedad y a las víctimas” (p.87). En todo caso, sin 
perjuicio de cumplir con las consecuencias jurídicas señaladas anteriormente, el Estado 
responsable internacionalmente por un hecho ilícito debe cumplir con la obligación 
internacional violada, como lo señala el artículo 29° del proyecto de artículos de la CDI. 
 
Sumado a lo anterior, el Estado responsable está obligado a reparar íntegramente el perjuicio 
tanto material como moral causado por el hecho internacionalmente ilícito (artículo 31 y 32). 
Sobre esta disposición, la Corte Permanente de Justicia, estableció en el caso Fábrica de 
Chorzow que “la obligación de reparar es un principio del derecho internacional, que tiene 
por objeto eliminar, en la medida de lo posible, todas las consecuencias del acto ilícito y 
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restablecer la situación que presumiblemente existiría si no se hubiese cometido dicho acto” 
(Sentencia de Fondo, 1928, p.47). 
 
La expresión sobre reparación integral es ampliada en el artículo 34, el cual estipula que “la 
reparación íntegra del perjuicio causado por el hecho internacionalmente ilícito adoptará la 
forma de restitución, de indemnización y de satisfacción, ya sea de manera única o 
combinada, de conformidad con las disposiciones del presente capítulo”. En ese sentido, la 
reparación del perjuicio puede ser por medio de la restitución, consistente en restablecer la 
situación que existía antes de la comisión del hecho ilícito (artículo 35), la cual tiene dos 
limitaciones: que no sea materialmente imposible (artículo 35.a), ya sea porque se haya 
perdido o destruido el objeto de la restitución o que su ejecución no entrañe una carga 
totalmente desproporcionada con relación al beneficio que derivaría de la restitución en vez 
de la indemnización (artículo 35.b). 
 
A su vez, la indemnización consiste en el pago de una cantidad de dinero como forma de 
reparación del daño causado, el cual deberá cubrir todo daño susceptible de evaluación 
financiera, incluido el lucro cesante en la medida en que éste sea comprobado (artículo 36). 
 
Por último, la satisfacción puede consistir en un reconocimiento de la violación, una 
expresión de pesar, una disculpa formal o cualquier otra modalidad adecuada, la cual no debe 
ser desproporcionada con relación al perjuicio y no podrá adoptar una forma humillante para 
el Estado responsable (artículo 37). De acuerdo con Casanovas y Rodrigo, en la práctica esta 
medida suele emplearse “para reparar daños no evaluables económicamente que tienen un 
carácter moral o una dimensión simbólica” (p.528). 
 
II. Responsabilidad Internacional del Individuo: una mirada desde los Tribunales 
Penales Internacionales 
 
A diferencia de la responsabilidad internacional del Estado, la responsabilidad internacional 
del individuo se circunscribe únicamente al escenario penal, ya que, tradicionalmente la 
jurisdicción competente para juzgar a los individuos es la correspondiente a la de los 
tribunales internos de los Estados.  
 
El primer antecedente que marcó el reconocimiento de la responsabilidad penal internacional 
del individuo se dio en el marco de la primera guerra mundial cuando en el Tratado de 
Versalles de 1919 “se intentó juzgar al Káiser Guillermo II de Hohenzollern por falta suprema 
contra la moral internacional y la santidad sagrada de los tratados” (Aguirre, 2004, p. 196). 
Aunque este juzgamiento no pudo materializarse, principios de la responsabilidad y la 
sanción penal del individuo - incluido los jefes de Estado - por violación de normas del 
derecho internacional quedaron plasmadas en algunas disposiciones de los tratados de paz, 
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como en lo acordado en la Conferencia de Paz de París, donde se dispuso que “el Estado 
beligerante podría juzgar a los individuos extranjeros que hubieren violado en algún conflicto 
armado internacional el Derecho de Guerra” (Espinoza, 2003, p.8). 
 
Fue hasta el fin de la segunda guerra mundial que, a través del Estatuto del Tribunal Militar 
Internacional de Núremberg, firmado en Londres el 8 de agosto de 1945, se imputó tanto 
responsabilidad internacional al Estado como responsabilidad penal a los individuos.  
 
En consecuencia, la primera disposición que se encuentra sobre responsabilidad individual 
en el mencionado Estatuto es la establecida en el preámbulo en donde se considera que,  
 
aquellos funcionarios alemanes y los hombres y miembros del partido Nazi que hayan 
sido responsables de crímenes y atrocidades o hayan participado en los mismos con su 
consentimiento serán devueltos a los países en los que cometieron sus abominables actos 
para que puedan ser juzgados y condenados con arreglo a las leyes de esos países 
liberados y de los gobiernos libres que se crearán en dichos países. 
 
Posteriormente, el artículo 6° señala que el Tribunal conformado para el enjuiciamiento y 
condena de los principales criminales de guerra del Eje Europeo, estará facultado para juzgar 
y condenar a aquellas personas que, actuando en defensa de los intereses de los países del Eje 
Europeo, cometieron los delitos de crímenes contra la paz, crímenes de guerra y crímenes 
contra la humanidad, ya fuera individualmente o como miembros de organizaciones. 
 
Al respecto, Bugnion (2002) estima que el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de 
Núremberg “es el instrumento de derecho internacional que más lejos llegó en la condena de 
la guerra de agresión”, ya que la comisión de este delito implica la responsabilidad 
internacional del Estado y la responsabilidad penal de los individuos a quienes se, 
 
imputa la responsabilidad de la preparación y el desencadenamiento de una guerra de 
agresión, como lo son “la conducción, la preparación, el desencadenamiento o la 
prosecución de una guerra de agresión o de una guerra que viola los tratados, garantías 
o acuerdos internacionales", por un lado, y los crímenes de guerra, es decir “las 
violaciones de las leyes y costumbres de la guerra", por otro.  
 
Sobre este mismo asunto Casanovas y Rodrigo (2016) manifiestan que la experiencia de los 
tribunales militares internacionales como Núremberg y Tokio marcaron un precedente sobre 
la responsabilidad de los individuos, especialmente, sobre las conductas calificadas como 
crímenes contra la paz y crímenes contra la humanidad.  
 
La sentencia del Tribunal de Núremberg generó un cambio en el paradigma clásico, al 
disponer, “Crimes against international law are committed by men, not by abstract entities, 
and only by punishing individuals who commit such crimes can the provisions of 
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international law be enforced” (Tribunal Militar Internacional de Núremberg, Francia y otros 
v. Goering y otros, 1946, p. 221). En ese sentido, el Tribunal señaló que el derecho 
internacional no solo era aplicable a los Estados, sino que demostró que los individuos podían 
ser encontrados culpables por crímenes bajo el derecho internacional y podían ser 
sancionados de acuerdo con su capacidad personal. 
 
Con el surgimiento de los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 y los Protocolos 
adicionales de Ginebra del 10 de junio de 1977, de acuerdo a Ambos (2005), “los Estados 
partes deben perseguir penalmente a los autores, sea juzgándolos en sus tribunales o 
trasladándolos a otro Estado parte” (p.98), reconociéndose así la responsabilidad penal 
individual por infracciones graves. Por lo tanto, los tribunales penales internacionales 
posteriores como los de la antigua Yugoslavia (1993) y Ruanda (1994) establecieron 
disposiciones sobre las conductas individuales en las que dichos tribunales tenían 
competencia para juzgar, dado que como lo menciona López (2000), estas normas de derecho 
internacional penal tienen como destinataria a la comunidad internacional en su conjunto, en 
la defensa del ser humano frente a graves crímenes.  
 
En estos Tribunales Internacionales también se destacó el principio de la cosa juzgada, que 
en palabras de Espinoza (2003) se refiere a que, 
 
si un individuo es juzgado por un Tribunal Internacional, no podrá ser juzgado por los 
mismos hechos por un tribunal nacional, de igual forma si un individuo es juzgado por 
un tribunal nacional, no podrá ser juzgado por los mismos hechos por un Tribunal 
Internacional, salvo que el tribunal nacional hubiere considerado el crimen como un 
delito ordinario o al momento de procesar al individuo no se hubiera respetado las 
reglas del debido proceso (p.43). 
 
De esa forma, como lo menciona Casanovas y Rodrigo (2016), en los estatutos de los 
tribunales penales internacionales y en los textos internacionales de codificación, se 
empezaron a formular categorías de conductas individuales delictivas y tipos penales que 
fueron generando una progresiva reglamentación de la responsabilidad individual por las 
infracciones más graves hasta hora tipificadas como crímenes contra la paz y la humanidad. 
 
La experiencia recogida generó la necesidad de crear una jurisdicción penal internacional de 
carácter “independiente, permanente e imparcial en el desempeño de la función 
jurisdiccional, que asegurase el enjuiciamiento de los individuos responsables de tales 
crímenes, manteniéndose al margen de cualquier influencia o manipulación de carácter 
político” (Radoslavov, 2015, p.702). Por ello, después de varios años de proyectos y 
discusiones, se creó la Corte Penal Internacional (CPI) instituida por el Estatuto de la Corte 
Penal Internacional adoptado en Roma el 17 de julio de 1998, entrando en vigor el 1 de julio 
de 2002, ya que en su artículo 126, se dispuso, 
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El presente Estatuto entrará en vigor el primer día del mes siguiente al sexagésimo día 
a partir de la fecha en que se deposite en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas el sexagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. 
 
Como lo menciona Aguirre (2004), “con las adhesiones de diez países que completaron 
sesenta seis ratificaciones (seis más de las necesarias) la competencia de la Corte entró a regir 
después de casi cuatro años de haberse adoptado el Estatuto” (p.201). Dicha competencia se 
circunscribe en tres aspectos: material, personal y temporal. 
 
El aspecto material referente a los crímenes que investiga la CPI, se encuentra establecido en 
el artículo 5° del Estatuto de Roma, el cual expresa que la competencia de la Corte se limitará 
a los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto, 
correspondientes al crimen de genocidio2, los crímenes de lesa humanidad3, los crímenes de 
guerra4, y eventualmente el crimen de agresión5.  
 
El segundo aspecto se refiere a la competencia personal, es decir, quiénes pueden ser 
investigados por la CPI. Ante esto, el Estatuto de Roma en su artículo 25 señala que la Corte 
tendrá competencia respecto de las personas naturales quienes hayan cometido un crimen de 
 
2  Se entenderá por “genocidio” cualquiera de los actos perpetrados con la intención de destruir total o parcialmente a un 
grupo nacional, étnico, racial o religioso como: a) Matanza de miembros del grupo; b) Lesión grave a la integridad física o 
mental de los miembros del grupo; c)  Sometimiento  intencional  del  grupo  a  condiciones  de  existencia  que  hayan  de 
acarrear su destrucción física, total o parcial; d) Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo; e) Traslado 
por la fuerza de niños del grupo a otro grupo. Estatuto de Roma. 1998. 
3  Se entenderá por “crimen de lesa humanidad” cualquiera  de  los  actos  siguientes  cuando  se  cometa  como  parte  
de  un  ataque  generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque: a) Asesinato; b) 
Exterminio; c) Esclavitud; d) Deportación o traslado forzoso de población; e) Encarcelación u otra privación grave de la  
libertad  física  en  violación  de  normas  fundamentales de derecho internacional; f) Tortura; g) Violación, esclavitud 
sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de 
gravedad comparable; h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, 
raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género, u otros motivos universalmente reconocidos como 
inaceptables con arreglo al derecho internacional, en  conexión  con  cualquier  acto  mencionado en el  presente  párrafo 
o con cualquier crimen de la competencia de la Corte; i) Desaparición forzada de personas; j) El crimen de apartheid; k) 
Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra 
la integridad física o la salud mental o física. Estatuto de Roma. 1998. 
4 Se entenderá por “crímenes de guerra”: a) Infracciones graves de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, a 
saber, cualquiera  de  los  siguientes  actos  contra  personas o bienes protegidos por las disposiciones del Convenio de 
Ginebra pertinente: i) El homicidio intencional; ii) La tortura o los tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos; 
iii) El hecho de causar deliberadamente grandes sufrimientos o de atentar gravemente contra la integridad física o la salud; 
iv) La destrucción y la  apropiación de bienes, no justificadas por necesidades militares, y efectuadas a gran escala, ilícita 
y arbitrariamente; v) El hecho de forzar a un prisionero de guerra o a otra persona protegida a servir en las fuerzas de una 
Potencia enemiga; vi) El  hecho  de  privar  deliberadamente a un prisionero de guerra o a otra persona protegida de su 
derecho a ser juzgado legítima e imparcialmente; vii) La deportación o el traslado ilegal o el confinamiento ilegal; viii) La 
toma de rehenes. Estatuto de Roma. 1998. 
5 Un crimen de agresión individual es la planificación, la preparación, el lanzamiento, o la ejecución de un acto de agresión 
por una persona efectivamente capaz de controlar o dirigir una acción política o militar. Un acto de agresión del Estado es 
el uso de la fuerza armada de un Estado en contra de otro Estado, cuando no existe justificación por defensa legítima o 
autorización previa por parte del CSNU. NACIONES UNIDAS. Comentarios y observaciones recibidos de los Gobiernos: 
DOCUMENTO A/CN.4/515 y Add.1 a 3.  2001. 
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genocidio, de lesa humanidad, de guerra, o de agresión, declarando una responsabilidad 
individual e imponiendo una pena o sanción de conformidad con el Estatuto.  
 
Por último, el tercer aspecto describe la competencia temporal, la cual se circunscribe a los 
hechos cometidos con posterioridad a la entrada en vigor del Estatuto de Roma, es decir, 
después del 1 de julio de 2002. No obstante, para que la Corte pueda investigar los crímenes 
de su competencia, es necesario que el territorio donde se cometieron los crímenes sea de un 
Estado parte, es decir que haya firmado y ratificado el Estatuto.  
 
Ahora bien, la CPI solo entra en funcionamiento en el supuesto en que “los Estados afectados 
no puedan o no quieran ejercer su jurisdicción nacional para reprimir los mismos hechos; o 
en el supuesto de que la jurisdicción nacional se ejerza de forma inadecuada para lograr el 
respeto del interés de la justicia” (Casanovas & Rodrigo, 2016, p. 549), lo que configura el 
carácter complementario de la competencia de la CPI. 
 
De esa forma, “el derecho internacional concede derechos a los individuos e, inversamente, 
determina que hay actos u omisiones por los que son criminalmente responsables desde el 
punto de vista de ese derecho (...)” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión 
Consultiva sobre la Responsabilidad Internacional por Expedición y Aplicación de Leyes 
Violatorias de la Convención, 1994, párr. 52). En consecuencia, los individuos pasaron de 
ser un objeto o elemento del Estado - considerado como el único sujeto del derecho 
internacional por la concepción clásica - a ser sujetos del derecho internacional en el 
escenario de la responsabilidad internacional individual. 
 
Sin embargo, la subjetividad jurídica internacional del individuo hoy todavía es reducida y 
limitada, ya que “la práctica internacional contemporánea reconoce un determinado nivel de 
subjetividad internacional del ser humano, al igual que la existencia de normas que imponen 
obligaciones jurídicas a los individuos” (Pérez-León, 2008, p. 605). Por lo tanto, la 
subjetividad jurídica internacional frente a la responsabilidad del individuo se encuentra 
determinada por el derecho penal internacional. 
 
Al respecto, Chinchón (2009) señala que la responsabilidad internacional del individuo surge 
en supuestos excepcionales en los que, 
 
determinadas normas de derecho internacional prevén explícitamente la trascendencia 
internacional de concretas conductas del individuo, en las que además es precisa la 
existencia de un comportamiento culpable; estableciéndose, igualmente, una serie de 
mecanismos o procedimientos específicos para hacerla efectiva, y siendo consecuencias 




Asimismo, afirma que la responsabilidad internacional del Estado la constituye una 
“atribución del hecho a un Estado sobre la base del derecho internacional y la violación de 
una obligación internacional, con independencia de su origen o naturaleza” (Chinchón, 2009, 
p. 559). En ese sentido, mientras que el Estado puede ser responsable internacionalmente por 
el incumplimiento de sus obligaciones internacionales, un individuo también puede ser 
responsable ante un tribunal nacional o internacional por la comisión de un hecho 
considerado como un crimen internacional, lo cual no excluye de facto la responsabilidad 
internacional del Estado y viceversa. 
 
Lo anterior, se ve estipulado en el artículo 58 del proyecto de artículos de la CDI, el cual 
señala que “Los presentes artículos se entenderán sin perjuicio de cualquier cuestión relativa 
a la responsabilidad individual, en virtud del derecho internacional, de cualquier persona que 
actúe en nombre de un Estado”. Es decir, puede declararse la responsabilidad internacional 
de un Estado por la acción u omisión de un hecho violatorio de una obligación internacional, 
pero ello no implica que el o los individuos que hayan cometido un crimen internacional en 
nombre de ese Estado o bajo las circunstancias descritas en el proyecto de artículos de la 
CDI, no vayan a responder internacionalmente por sus actos. 
 
Por su parte, el artículo 25.4 del Estatuto de Roma expresa que “Nada de lo dispuesto en el 
presente Estatuto respecto de la responsabilidad penal de las personas naturales afectará a la 
responsabilidad del Estado conforme al derecho internacional”. Así, que independientemente 
del actuar de los nacionales de un Estado, este debe responder internacionalmente si se 
configuró una transgresión a una obligación internacional contraída por este. 
 
III. Subjetividad y Responsabilidad Internacional de las Personas Jurídicas: un 
debate inacabado  
 
Las personas jurídicas de acuerdo con el jurista alemán Savigny, son entes creados 
artificialmente, capaces de poseer bienes y tener patrimonio. La representación más común 
de una persona jurídica es la empresa, la cual ha tenido una connotación generalmente privada 
y de competencia exclusiva de los Estados en el ámbito civil o comercial.  
 
Sin embargo, en el marco de la globalización y la denominada “apertura económica”6, 
aparecieron nuevas personas jurídicas realizando actividades económicas en más de un país 
a las cuales se les ha nominado empresas transnacionales. Las empresas transnacionales 
(ETN), también llamadas empresas multinacionales, son definidas como “unidades 
 
6 Entendida como la internacionalización de la economía, haciendo posible que la industria produzca no solo para los 
mercados nacionales sino también para los extranjeros, convirtiendo el mercado en el eje de la competencia por medio de 
la libre oferta y demanda (Londoño, 2010). Disponible en 
https://revistas.upb.edu.co/index.php/PensamientoHumanista/article/view/336   
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organizacionales que al participar en la vida económica activa desarrollan actividades más 
allá de las fronteras de un país en por lo menos otro país” (Kaleck & Saage-Maaß, 2008, 
p.12), o como “compañías con base en un país, la cual tiene filiales que mantienen tratos 
comerciales con una sociedad o gobierno en otro país” (Willets, 2001, p.95). 
 
De esa forma, en la comunidad internacional se ha generado un debate inacabado sobre la 
subjetividad de las personas jurídicas, ya que para el derecho internacional clásico, 
únicamente los Estados son actores y destinatarios de las normas jurídicas internacionales, 
“de tal forma, por principio, tales obligaciones no recaen en actores privados, es decir, 
ciudadanos de un Estado comprometido por el derecho internacional, y tampoco en empresas 
del sector privado como personas jurídicas del derecho privado” (Kaleck & Saage-Maaß, 
2008, p.17), por lo que, su consideración como sujetos o actores dentro del Derecho 
Internacional se circunscribe a que su responsabilidad sea competencia principalmente de los 
tribunales internos de los Estados. 
 
No obstante, los tratados y convenios internacionales sobre derechos humanos contienen 
disposiciones que recaen tanto sobre los individuos como sobre las empresas. En ese sentido, 
“las empresas como personas jurídicas del derecho privado pueden invocar estos derechos 
humanos plasmados en tratados internacionales o reconocidos en el derecho consuetudinario, 
siempre y cuando estos derechos les sean aplicables” (Nowrot, 2004, p.130).  
 
Para Martín (2013), el Derecho Internacional tradicionalmente no ha prestado mucha 
atención a las ETN, “por considerarlas más vinculadas a sujetos particulares que públicos” 
(p.9), por lo que, la regulación está enfocada al intento de proteger estas empresas al buscar 
mecanismos para proteger sus inversiones ante eventuales conflictos con los Estados, que a 
imponerles reglas o límites, creándose así una contradicción latente, entre dos polos de 
regulación normativa, como lo menciona Vela (2005), ya que por un lado, se pretende regular 
la liberalización del comercio internacional mientras que por el otro, se propende por el 
respeto de los derechos humanos. 
 
De ahí que, con el nacimiento del Derecho Internacional de la Inversión Extranjera 
aparecieran tribunales de arbitraje de inversión, los cuales surgieron como un sistema de 
solución de controversias entre los Estados y los inversionistas extranjeros, que cuentan con 
principios propios, expresamente indicados por el Centro Internacional de Arreglo de 
Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) en los Tratados de Libre Comercio, en los 
Tratados Bilaterales de Inversión o desarrollados jurisprudencial y doctrinariamente. 
 
Debido a estas habilitaciones en el derecho internacional, Nowrot (2004) afirma que es 
posible hablar de subjetividad jurídico internacional de actores privados en casos específicos. 
Frente a su responsabilidad existen dos instancias en el Derecho Internacional: los tribunales 
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de arbitraje de inversión y las obligaciones sobre Derechos Humanos que contraen los 
Estados.  
 
Sobre este segundo escenario, algunos órganos de Naciones Unidas han señalado que “el 
cumplimiento de las obligaciones de los Estados establecidas en sus instrumentos implica 
asegurar que los actos de las personas bajo su control, incluidas las corporaciones que operan 
extraterritorialmente, no generen afectaciones a los derechos de los demás” (Mejía, 2019, 
p.19). En este punto, la Corte IDH ha condenado a Estados sometidos bajo su jurisdicción 
por omitir el cumplimiento de sus obligaciones derivadas de la Convención Americana de 
Derechos Humanos (CADH).  
 
Como ejemplo de lo anterior, en la sentencia Caso Pueblo Indígena Kihwa de Sarayaku c. 
Ecuador, el Estado ecuatoriano fue condenado por violar los derechos consagrados en el 
artículo 21 (propiedad colectiva de las comunidades indígenas), 4º y 5º (vida e integridad 
personal), así como 8º y 25 (garantías judiciales y protección judicial) de la Convención 
Americana, por actos realizados por la Compañía General de Combustibles S.A. y la 
Petrolera Argentina San Jorge contra la comunidad indígena.   
 
Sin embargo, a excepción de la responsabilidad que le pueda ser imputable a los Estados por 
parte de los tribunales internacionales por conductas realizadas por las empresas, estos 
carecen de competencia para imponer sanciones a las empresas transnacionales por hechos 
cometidos que violen los derechos humanos.  
 
Las aproximaciones que se han tenido frente a la responsabilidad internacional de las 
empresas fueron planteadas por los tribunales penales internacionales ad hoc. El Estatuto del 
Tribunal Internacional de Núremberg en su artículo 9° estableció que, en el juicio de aquella 
persona o personas miembros de algún grupo u organización, el Tribunal podrá declarar que 
el grupo u organización a la que pertenecía la citada persona o personas era una organización 
criminal.  
 
En ese sentido, menciona Ayala (2018) que la primera vez que se condenó a un grupo de 
individuos fue en el caso I.G. Farben donde miembros de este grupo empresarial “fueron 
juzgados por uso de fuerza laboral esclava y complicidad en crímenes de agresión y asesinato 
en masa” (p.260). En la sentencia del Tribunal Penal Militar Internacional de Núremberg se 
señaló que, 
 
«[c]uando individuos privados, incluidas las personas jurídicas, proceden a explotar la 
ocupación militar adquiriendo propiedad privada contra el consentimiento de su 
legítimo propietario, no estando dicha acción justificada por ninguna provisión de la 




En el Tribunal Especial para Líbano en los casos New TV S.A.L. y Akhbar Beirut S.A.L., el 
Tribunal admitió, reconoció y falló abiertamente que las personas jurídicas podían ser 
declaradas responsables en el ámbito internacional por obstruir a la administración de Justicia 
(Ayala, 2018). Sin embargo, en la constitución de un tribunal permanente internacional, el 
Estatuto de Roma establece que la CPI solo tiene competencia sobre las personas naturales, 
ya que conforme a lo expuesto por García (2013), en el proceso de discusión y elaboración 
del Estatuto se rechazó la propuesta planteada por el Gobierno Francés que pretendía lo 
siguiente: 
 
«Sin perjuicio de cualquier responsabilidad criminal que pueda determinarse con 
respecto a una persona física en virtud de este Estatuto, la Corte ejercerá su jurisdicción 
sobre las personas jurídicas. La acusación será ejercida por el Fiscal y la Corte 
condenará a la persona jurídica si: a) la acusación ejercida por el Fiscal contra la 
persona física y la persona jurídica cumplen con las condiciones de los subpárrafos b) 
y c); y b) la persona física acusada estaba en una posición de control de la persona 
jurídica de acuerdo con la ley nacional conforme a la cual la persona jurídica fue 
constituida en el momento en el que el crimen fue cometido; y c) el crimen fue cometido 
por una persona física actuando en representación y el consentimiento explícito de la 
persona jurídica y en el curso de sus actividades; y d) la persona natural es condenada 
por el delito acusado» (Ayala, 2018, p.264). 
 
Entre los mayores puntos de disenso sobre esta propuesta, según documenta Gómez (2012) 
estuvo de presente “la inclusión de organizaciones criminales y terroristas o los temores de 
que se utilizaría la Corte Penal Internacional contra grupos de autodeterminación o contra 
entidades estatales”, mientras que, para otras delegaciones “la noción de responsabilidad 
penal corporativa era extraña en Derecho internacional y suscitaba demasiados problemas.” 
(p.100). 
 
En la Comunidad Europea, se reclamó la imposición de sanciones eficaces y adecuadas 
contra las personas jurídicas después que una comisión de expertos trabajara en el Convenio 
sobre la protección de los intereses financieros de la Comunidad Europea. Al respecto, 
Dannecker (2001) señala que hay una comisión de expertos que estudia la elaboración de un 
derecho penal de la empresa, la cual ya presentó una primera propuesta en un “Corpus Juris 
de las reglas penales para la protección de los intereses financieros de la Unión europea”, el 
cual en su artículo 14 establece: 
 
1- Los delitos definidos en los artículos 1 al 833 pueden ser también cometidos por 
personas jurídicas, que según la ley puedan ser sujetos jurídicos y titulares de sus 
propios bienes patrimoniales, cuando el hecho punible se cometa a favor de la persona 
jurídica por parte de uno de sus órganos, representantes o cualquier otra persona que 
actúe en nombre de la persona jurídica o que ostente un poder de decisión legal o fáctica. 
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2- La responsabilidad penal de las personas jurídicas no excluye la penalidad de las 
personas físicas como autores, inductores o cómplices del mismo hecho. 
 
El fundamento de la responsabilidad de las personas jurídicas en este borrador de artículos 
no radica en la infracción en sí, sino en la omisión de las premisas necesarias para un 
comportamiento conforme a la norma. De acuerdo con Dannecker (2001), este borrador de 
artículos se encuentra pendiente de ser aprobado por el Parlamento europeo y por los países 
miembros de la Unión Europea. 
 
Independientemente de los esfuerzos que han hecho algunos Estados, académicos o 
instituciones para endilgarle responsabilidad a las personas jurídicas, para Mongelard (2006) 
existe una obligación ineludible derivada de la Declaración Universal de Derechos Humanos,  
 
donde parece indicar que el derecho internacional puede asignar obligaciones a los 
actores no estatales. El uso de la expresión “tanto los individuos como las instituciones” 
en el preámbulo la interpretan algunos como una prueba de que los autores pretendían 
que las disposiciones de la Declaración sean aplicables a todos los actores no estatales 
y, por lo tanto, también a las empresas (p.6). 
 
Bajo ese precepto, es posible encontrar convenciones que establecen explícitamente 
obligaciones para las empresas en ámbitos específicos. La primera es la Convención 
Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid, cuyo artículo 1° se 
refiere a “las organizaciones, las instituciones y los particulares que cometen el crimen de 
apartheid”. 
 
Por otro lado y como lo señala Mongelard (2006) “existen numerosos instrumentos de 
“derecho indicativo” que se ocupan exclusivamente de la responsabilidad de las empresas 
transnacionales en relación con los derechos humanos” (p.7). Entre ellos se encuentran: La 
Declaración Tripartita de Principios sobre las Empresas Multinacionales y la Política Social, 
que es un documento especial aprobado por el Consejo de Administración de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), las Líneas Directrices de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) elaboradas en 1976, revisadas en el año 
2000, el Pacto Mundial del Secretario General de Naciones Unidas adoptado oficialmente el 
25 de julio de 2000 en la sede de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y por último, 
las Normas sobre las responsabilidades de las Empresas Transnacionales y otras Empresas 
Comerciales en la esfera de los Derechos Humanos, adoptadas por la Subcomisión de 
Promoción y Protección de los Derechos Humanos en su 55º período de sesiones de 2003. 
 
Aquí empieza a vislumbrarse el espejismo de la responsabilidad internacional de las empresas 
transnacionales, ya que en ninguno de los instrumentos antes mencionados se establece un 
mecanismo para exigir algún tipo de responsabilidad que pueda derivarse de las personas 
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jurídicas, únicamente se establecen lineamientos sobre el deber ser o el actuar correcto de 
estas empresas en materia de derechos humanos, por lo que la responsabilidad recae de nuevo 
en el Estado, quien al haber ratificado estos instrumentos y contraído obligaciones 
internacionales, tiene el deber de prevenir que cualquier empresa, incluyendo las 
transnacionales, transgredan las disposiciones allí contenidas. 
 
IV. Los Derechos Humanos como objeto de Responsabilidad Internacional  
 
Desde fines de la Primera Guerra Mundial y en particular a partir de 1945, el Derecho 
Internacional ha venido experimentando un proceso de humanización con la aparición de la 
noción de derechos humanos, como valor aceptado por la comunidad internacional en su 
conjunto. 
 
Como consecuencia, la comunidad internacional y el Derecho Internacional han iniciado un 
camino de reconocimiento y protección a los derechos humanos, los cuales desde el año 1948 
tienen una connotación internacional a través de la adopción de la Declaración de los 
Derechos Humanos por la Asamblea General de Naciones Unidas mediante Resolución 217 
A (III), como un ideal común para todos los pueblos y naciones, al establecer por primera 
vez que los derechos humanos fundamentales deben protegerse en el mundo entero. De ahí 
que, el Institut de Droit International (1989) pudiera sostener que ningún Estado podrá 
sustraerse de su responsabilidad internacional de respetar los derechos humanos 
fundamentales de toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción con el pretexto de que 
esta materia es esencialmente de su jurisdicción interna.  
 
En ese sentido, un Estado será internacionalmente responsable por la comisión de un hecho 
internacionalmente ilícito cuando haya cometido una violación de una obligación 
internacional derivada de algún tratado o instrumento internacional sobre derechos humanos 
o de las normas que utilizan los tribunales internacionales en materia de derechos humanos, 
teniendo en cuenta para ello, que los elementos determinantes para atribuir responsabilidad 
internacional a los Estados en el marco de los tribunales internacionales como la Corte 
Internacional de Justicia, serán los que se encuentren en el proyecto de artículos de la CDI, 
los cuales no discriminan si la violación cometida corresponde al escenario de los derechos 
humanos o a otra materia en especial. 
 
Sin embargo, a diferencia de este tribunal, los tribunales regionales si cuentan con 
instrumentos convencionales en materia de derechos humanos para determinar si el Estado 
en cuestión actuó de conformidad con lo requerido por la obligación internacional o no. Para 
el caso de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el instrumento jurídico aplicable 
para imputar responsabilidad internacional a un Estado es la Convención Americana de 




Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 
que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.  
 
Al respecto, la Corte IDH en el caso Velásquez Rodríguez contra Honduras dispone que el 
artículo 1.1 es fundamental para “determinar si una violación de los derechos humanos 
reconocidos por la Convención puede ser atribuida a un Estado Parte. En efecto, dicho 
artículo pone a cargo de los Estados Partes los deberes fundamentales de respeto y de 
garantía” (párr. 164). 
 
Para (González, 2013) la tríada de obligaciones básicas que los Estados americanos partes 
tienen respecto a las personas bajo su jurisdicción, son: 
 
(i) el deber de respetar los derechos y libertades consagrados en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; (ii) la obligación de garantizar su libre y pleno 
ejercicio, y (iii) el compromiso de adoptar todas las medidas que sean necesarias para 
hacer efectivos tales derechos y libertades. Así, una violación a alguno de estos deberes 
estará siempre vinculada a la vulneración de un derecho humano específico (p. 27). 
 
Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), es competente para 
conocer aquellas demandas contra los Estados Parte por las posibles violaciones de los 
derechos humanos reconocidos en el Convenio Europeo de Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales (CEDH) y en sus Protocolos adicionales, ya 
que el artículo 1° del mencionado convenio establece como obligación a las Altas Partes 
Contratantes reconocer a toda persona dependiente de su jurisdicción los derechos y 
libertades definidos en el instrumento internacional.  
 
De esa forma, como lo concluye González (2013), la jurisprudencia emitida por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la Corte 
Internacional de Justicia, comparte los principios establecidos en el proyecto de artículos de 
la CDI, los cuales resultan aplicables en materia de derechos humanos.  
 
A diferencia de los instrumentos internacionales anteriores donde lo que se pretende 
determinar es la responsabilidad del Estado, el Estatuto de Roma analiza la responsabilidad 
penal del individuo. Por lo tanto, un individuo es responsable internacionalmente ante la 
Corte Penal Internacional por cometer los crímenes más graves en materia de derechos 
humanos, el crimen de genocidio, de guerra, de agresión y los crímenes de lesa humanidad, 
“cuando este haya ordenado, propuesto y/o inducido a otro(s) a la comisión del crimen. Esto 
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también se dará cuando la persona(s) participe como cómplice, encubridor o contribuya a la 
comisión de alguno de los crímenes antes mencionados” (Castro, 2013, p.17). 
 
Por último, las personas jurídicas son las únicas que en la actualidad no responden 
internacionalmente. Ante esto, algunos doctrinantes sostienen que es “la falta de personalidad 
jurídica lo que permite que las empresas no puedan ser responsables en Derecho 
Internacional, al estar su responsabilidad, al igual que su identidad filtradas a través de la 
autoridad estatal” (Martín, 2013, p. 11), siendo difícil hasta establecer el tipo de sanciones 
que se les debe imponer, ya que para García (2005), a veces incluso se cofunden las sanciones 
con el tipo de penas impuestas a los Estados (p.149). 
 
Por tanto, la responsabilidad internacional recae única y exclusivamente en el Estado, quien 
en su derecho interno debe garantizar que las personas jurídicas o empresas realicen sus 
actividades en el marco de su legislación interna, garantizando de igual forma el respeto a los 
derechos humanos, ya que, de no ser así, podrían eventualmente responder 
internacionalmente bien sea por acción u omisión derivada de una transgresión a una 
obligación internacional en materia de derechos humanos. 
 
Para Martín (2013), los códigos de conducta y los intentos que se han llevado en el escenario 
internacional no son suficientes, ya que las empresas deben responder por “las vulneraciones 
que ocasionen sus prácticas a los derechos humanos, bajo la cobertura del Derecho y no de 
prácticas voluntarias” (p.28). Al respecto, Gómez (2012) propende que sea la Corte Penal 
Internacional el tribunal encargado de imputar responsabilidad a las personas jurídicas por la 
comisión de crímenes internacionales, pues “lo importante es criminalizar la actividad que 
viola los derechos humanos y suponen un crimen internacional, siguiendo el modelo ya 
marcado por el Tribunal de Núremberg tras la Segunda Guerra Mundial” (p.104). Mientras 
tanto, otros sectores consideran viable la creación de una Corte Mundial especializada en 
Empresas y Derechos Humanos con competencia para recibir, investigar y juzgar las 
denuncias interpuestas contra las empresas transnacionales en particular, puesto que las 
personas jurídicas tienen una responsabilidad ante la sociedad que debe recaer en los ámbitos 











PROPUESTAS DE RESPONSABILIDAD EMPRESARIAL  
POR VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS 
 
Como se mencionó en el capítulo anterior, en el sistema internacional existen varios tratados 
que tienen como propósito proteger los derechos humanos, que van desde la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales hasta los instrumentos 
regionales como el Convenio Europeo de Derechos Humanos, la Convención Americana de 
Derechos Humanos y la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos.  
 
Estos tratados obligan a los Estados a promover y proteger los derechos humanos contra todo 
tipo de violación que pueda ser cometida en su territorio por el accionar de terceros, incluidas 
las empresas transnacionales, quienes a su vez tienen la responsabilidad de respetar los 
derechos humanos. 
 
Sin embargo, actualmente no existe una disposición internacional que obligue de manera 
vinculante a las ETN a respetar los derechos humanos, ambientales y sociales. Para Robayo 
(2016) esto se debe a que “a la hora de establecer marcos normativos dirigidos a controlar a 
estos agentes del mercado, no son consideradas sujetos de derecho a nivel internacional” 
(p.244), considerándose únicamente como sujetos, los Estados y en algunos casos los 
individuos como actores y destinatarios de normas jurídicas en el derecho internacional.  
 
Como consecuencia, al día de hoy no existen mecanismos jurídicos vinculantes que permitan 
que las empresas transnacionales asuman sus responsabilidades cuando lesionan los derechos 
humanos en el ejercicio de sus actividades; ya que hasta el momento, solo se han tenido 
disposiciones de soft law que conllevan una intención de comprometer a las empresas a 
respetar unos estándares sociales y ambientales por la vía del consenso sin prever ningún 
mecanismo de seguimiento o sanción, como se verá a continuación. 
 
I. PROPUESTAS INTERNACIONALES: DE LA VOLUNTARIEDAD A LA 
OBLIGATORIEDAD 
 
Las constantes y frecuentes denuncias sobre el actuar de las Empresas Transnacionales en 
materia de derechos humanos denotaron una alarma mundial sobre la impunidad de sus 
acciones en el ámbito nacional e internacional, por lo que, desde la segunda mitad del siglo 
XX vienen desarrollándose al interior de la comunidad internacional instrumentos jurídicos 




a) Iniciativas de Responsabilidad Empresarial por violaciones a los Derechos 
Humanos en Naciones Unidas  
 
La problemática de Empresas y Derechos Humanos en el seno de Naciones Unidas 
data de la década de los setenta, debido a las graves violaciones de derechos 
humanos que empezaron a conocerse por la actuación de las empresas 
transnacionales, como la participación de la International Telephone and Telegraph 
Company (ITT) y de otras empresas norteamericanas en el golpe militar de 1973 en 
Chile, los sobornos pagados por la empresa Lochheed a funcionarios japoneses para 
obtener contratos militares y las ayudas económicas de empresas y bancos al 
régimen del Apartheid en Sudáfrica (Feeney, 2009).  
 
Ante esta situación, Rubio (1977) recuerda que el Departamento de Asuntos 
Económicos y Sociales de la Secretaría de la ONU en un informe publicado en 1973 
examinaba diversas proposiciones sobre la iniciación de esfuerzos internacionales 
para la armonización de políticas nacionales y la negociación de un amplio código 
internacional de conducta de las multinacionales.  
 
Mientras tanto, el Consejo Económico y Social de Naciones Unidas (ECOSOC) 
decide crear el Centro de Información e Investigaciones sobre las Empresas 
Transnacionales en virtud de la Resolución 1908 (LVII) del 2 de agosto de 1974 y 
una Comisión de Empresas Transnacionales de carácter intergubernamental como 
órgano asesor, por medio de la Resolución 1913 (LVII) del 5 de diciembre de 1974, 
con el propósito de formular políticas, establecer un mecanismo eficaz para 
solucionar los problemas relacionados con las actividades de las empresas 
transnacionales y formular un código de conducta. 
 
No obstante, el proceso de elaboración de este Código de Conducta enfrentó una 
dura resistencia por parte de los Estados de donde provenían muchas ETN, 
constituyendo una fuerte oposición a los procesos que posibilitaban la existencia de 
unas normas internacionales vinculantes en el seno de Naciones Unidas.  
 
Tres años más tarde y ante el fracaso de crear un código de conducta internacional, 
la Organización Internacional del Trabajo insta a las empresas a respetar la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos y los tratados o convenciones 
internacionales de derechos humanos, especialmente en lo que respecta a derechos 
de los trabajadores, adoptando por medio del Consejo de Administración la 
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Declaración Tripartita de Principios sobre las Empresas Multinacionales en 
noviembre de 19777.   
 
El objetivo de esta Declaración ha sido fomentar la contribución positiva para que 
las empresas transnacionales puedan aportar al progreso económico, social y a la 
consecución del trabajo decente, así como minimizar y resolver las dificultades que 
pueden dar lugar sus operaciones a través de principios que guíen a los gobiernos, a 
las organizaciones de empleadores, de trabajadores y a las empresas 
multinacionales.  
  
En ese sentido y bajo el principio de protección contra las violaciones de derechos 
humanos relacionadas con empresas, la Declaración sugiere a los gobiernos 
“adoptar medidas apropiadas para garantizar, por las vías judiciales, administrativas, 
legislativas u otras vías adecuadas, que cuando se produzcan esos abusos en su 
territorio o jurisdicción todo trabajador o trabajadores afectados puedan acceder a 
mecanismos de reparación eficaces” (párr. 64). Mientras que, a las empresas les 
señala que en el marco del derecho que tienen los trabajadores, tienen el deber de 
recepcionar todas sus inquietudes, tramitándolas de forma adecuada y sin ningún 
tipo de perjuicio, estableciendo para ello sistemas por mutuo acuerdo, consultas 
periódicas, mecanismos de conciliación y arbitraje voluntario entre los empleadores, 
los trabajadores y sus representantes de conformidad con la legislación y la práctica 
nacional. 
 
Asimismo, invita a las empresas multinacionales a utilizar su poder de influencia 
para alentar a sus socios comerciales a proporcionar medios eficaces de reparación 
por las violaciones de derechos humanos internacionalmente reconocidos. 
 
Por otro lado, el documento constitutivo de la OIT establece que cada uno de los 
miembros está obligado a presentar un informe anual sobre las medidas que haya 
adoptado para poner en ejecución los convenios a los cuales se haya adherido (art. 
22), disponiendo la posibilidad de presentar una queja por incumplimiento de un 
convenio ante la Oficina Internacional del Trabajo en contra de los Estados 
miembros o las empresas (art. 26), la cual será examinada por una Comisión de 
Encuesta (art. 27). 
 
 
7 A la fecha, la Declaración Tripartita de Principios sobre las Empresas Multinacionales presenta tres enmiendas 
(noviembre de 2000, marzo de 2006 y marzo de 2017), debido a las nuevas disposiciones que sobre la materia se han 
promulgado como los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos de las Naciones Unidas (2011), las 
Líneas Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales (2011) y los objetivos y metas de la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible (2015). 
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Esta Declaración a pesar de no ser jurídicamente vinculante y centrarse 
específicamente en los derechos de los trabajadores, constituye un avance en la 
responsabilidad internacional de las personas jurídicas al establecer un mecanismo 
a través del cual los trabajadores, grupos de la sociedad civil y sindicatos pueden 
presentar reclamos ante el abuso empresarial. 
 
El 26 de julio de 2000 en el seno de Naciones Unidas, bajo las preocupaciones 
derivadas de la actuación de las empresas transnacionales promovidas por la 
movilización de organizaciones no gubernamentales y un activismo dirigido a exigir 
el cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia de derechos 
humanos en el marco de la globalización, se adoptó el Pacto Mundial de Naciones 
Unidas, como una iniciativa internacional que invita a implementar diez principios 
universalmente aceptados para promover el desarrollo sostenible en las áreas de 
derechos humanos y empresa, normas laborales, medioambiente y lucha contra la 
corrupción en las actividades y la estrategia de negocio de las empresas (Global 
Compact, 2020). 
 
Esta iniciativa promovida por el entonces Secretario General de Naciones Unidas, 
Kofi Annan, vinculó a las empresas como parte de la solución y no del problema en 
el escenario de la gobernabilidad y el desarrollo global (Hernández, 2009). La 
adhesión de 10.435 compañías de 166 países que se comprometieron a implementar 
estos principios ha tenido bastantes críticas: por una parte, se señala que “numerosas 
multinacionales demandadas por gravísimas violaciones de derechos humanos y 
laborales disponen del aval de Naciones Unidas, ya que forman parte de pleno 
derecho del Global Compact” (Hernández, 2009, p.484), permitiéndoles influir 
política y económicamente en las decisiones al interior de esta organización. 
 
Por otra parte, la idea de profundizar en buenas prácticas entre las empresas 
transnacionales, la sociedad civil y las Naciones Unidas para Bonet (2007), fue un 
llamamiento a la responsabilidad social, al liderazgo de los dirigentes empresariales 
y a la autorregulación, que son las directrices sobre las que basculan las iniciativas 
internacionales, por lo que, para varios sectores de la doctrina, el Pacto Mundial es 
el fundamento de las iniciativas de Responsabilidad Social Empresarial (RSE).  
 
En este escenario se empieza a vislumbrar el espejismo de la responsabilidad 
internacional de las ETN. Las organizaciones de la sociedad civil critican el carácter 
voluntario del Pacto, manifestando que “la acción voluntaria, aunque sea 
bienvenida, nunca puede sustituir a la muy necesaria regulación gubernamental” 
(Capdevilla & otros, 2007), ya que las ETN siguen realizando sus prácticas sin 
ajustarse a la carta de las Naciones Unidas, defendiendo sus intereses particulares y 
26 
 
demostrando su poder e influencia en las decisiones dentro de este organismo y otras 
organizaciones multilaterales.  
 
Posteriormente, en agosto de 2003 la Subcomisión de la Naciones Unidas para la 
Promoción y Protección de los Derechos Humanos adoptó las Normas de Derechos 
Humanos para Empresas, enunciando obligaciones fundamentales mínimas en la 
promoción y protección de los derechos humanos por parte de los Estados, las 
empresas transnacionales y otras empresas comerciales.  
 
Además de enunciar las obligaciones de las empresas en la esfera de los derechos 
humanos, las Normas de la ONU establecen un mecanismo para su aplicación y 
cumplimiento. En primera medida, compromete a las empresas comerciales y 
transnacionales a aprobar, difundir y aplicar normas de funcionamiento (párr.15), 
comprometiéndolas a realizar evaluaciones periódicas de los efectos de sus 
actividades a la luz de los derechos, y como segunda medida, establece una 
vigilancia y verificación periódica por mecanismos nacionales y otros mecanismos 
internacionales existentes al interior Naciones Unidas (párr.16).  
 
Por otra parte, obliga a los Estados a crear y reforzar el marco jurídico y 
administrativo necesario para asegurar que las empresas transnacionales y otras 
empresas comerciales apliquen estas normas y los demás instrumentos nacionales e 
internacionales pertinentes (párr. 17), contemplando además una compensación a 
las personas, entidades y comunidades que hayan sido perjudicadas por el 
incumplimiento de las disposiciones allí manifestadas, mediante la indemnización, 
la restitución, la retribución y la rehabilitación, por todo daño producido o todo bien 
tomado (párr. 18).  
 
Otro de los elementos importantes de este instrumento, radica en que para algunos 
autores estas normas son vinculantes y obligatorias para fijar la responsabilidad de 
las empresas (Weissbrodt & Kruge, 2003, p.912), ya que no están limitadas por 
cláusulas que impidan su carácter regulador. No obstante, algunos críticos sostienen 
que estas normas no pueden crear obligaciones legales para las empresas (Amnistía 
Internacional, 2004, p. 4) y que sus disposiciones carecen de cualquier efectividad 
jurídica al mezclar en un solo documento elementos de «hard law» con aquellos de 
«soft law» (Strohscheid, 2005, p.140). En definitiva, si bien las Normas de Naciones 
Unidas no son un tratado, este instrumento normativo representa un avance 
significativo en materia de obligaciones y responsabilidades por parte de las 
empresas respecto a los ya existentes; sin embargo, estas normas no hacen ninguna 
mención a sanciones derivadas del incumplimiento de estas obligaciones, generando 




Hasta este momento, en el escenario internacional, se venía desarrollando el 
concepto de empresas socialmente responsables, como aplicación a obligaciones 
sociales y ambientales (Castañeda, 2019). Con la Declaración del Milenio y los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio8, en el año 2005 la Comisión de Derechos 
Humanos solicitó al Secretario General que designara un representante especial 
sobre Empresas y Derechos Humanos.  
 
El 21 de marzo de 2011, John Ruggie, Representante Especial del Secretario 
General para la cuestión de los derechos humanos y las empresas transnacionales y 
otras empresas, como resultado de su mandato otorgado el año 2005, presenta los 
Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos: puesta en práctica 
del marco de las Naciones Unidas para "proteger, respetar y remediar”, los cuales 
fueron adoptados por el Consejo de Derechos Humanos mediante Resolución 17/4 
de 16 de junio de 2011.  
 
Estos Principios Rectores (PR) se basan en el reconocimiento de las actuales 
obligaciones de los Estados de respetar, proteger y cumplir los derechos humanos y 
las libertades fundamentales; el papel de las empresas como órganos especializados 
de la sociedad que desempeñan funciones especializadas y que deben cumplir todas 
las leyes aplicables y respetar los derechos humanos, y la necesidad de que los 
derechos y obligaciones vayan acompañados de recursos adecuados y efectivos en 
caso de incumplimiento. 
 
En ellos, se incluye un acápite sobre la responsabilidad de las empresas de respetar 
los derechos humanos internacionalmente reconocidos (11–15), explicada como una 
norma de conducta mundial aplicable a todas las empresas que exige que estas eviten 
que sus propias actividades -entendidas estas como sus acciones y omisiones- 
provoquen o contribuyan a provocar consecuencias negativas sobre los derechos 
humanos y hagan frente a esas consecuencias cuando se produzcan; tratando de 
igual forma, prevenir o mitigar las consecuencias negativas sobre los derechos 
humanos directamente relacionados con operaciones, productos o servicios 




8 En septiembre de 2000, los gobiernos nacionales, la comunidad internacional, la sociedad civil y el sector privado, se 
reunieron en la sede en Nueva York para adoptar la Declaración del Milenio de las Naciones Unidas bajo el compromiso 
de una nueva alianza mundial para reducir la pobreza extrema estableciendo una serie de ocho objetivos: erradicar la 
pobreza extrema y el hambre, lograr la enseñanza primaria universal, promover la igualdad de género y la autonomía de 
la mujer, reducir la mortalidad infantil, mejorar la salud materna, combatir el VIH/SIDA, paludismo y otras enfermedades, 




Para cumplir con esta responsabilidad, los Principios Rectores (16-24) establecen 
que las empresas deben realizar una declaración política de carácter público donde 
se comprometan a asumir la responsabilidad de respetar los derechos humanos; 
deben adoptar un proceso de diligencia debida en materia de derechos humanos para 
identificar, prevenir, mitigar y rendir cuentas sobre el manejo de los impactos que 
pueda producir sobre los derechos humanos y; unos procesos que permitan reparar 
todas las consecuencias negativas sobre los derechos humanos que hayan provocado 
o contribuido a provocar. 
 
Estos principios también establecen un mecanismo de reparación (22-25) por haber 
provocado o contribuido a provocar consecuencias negativas, consistente en incluir 
disculpas, restitución, rehabilitación, compensaciones económicas o no económicas 
y sanciones punitivas (ya sean penales o administrativas) así como medidas de 
prevención de nuevos daños, haciendo énfasis en que los Estados deben tomar 
medidas apropiadas para garantizar por las vías judiciales, administrativas, 
legislativas o de otro tipo, que cuando se produzcan ese tipo de abusos en su 
territorio y/o jurisdicción los afectados puedan acceder a mecanismos de reparación 
eficaces. 
 
En paralelo, los Estados deben garantizar mecanismos extrajudiciales eficaces y 
apropiados a los mecanismos judiciales (27-28), como instrumentos alternos de 
solución de conflictos, garantizando en ambos casos, la efectiva participación de 
personas y comunidades que hayan sufrido las consecuencias negativas. 
 
Sí bien, los Principios Recetores constituyen un avance significativo en otorgarle 
responsabilidad a las empresas, activistas de derechos humanos, consideran que 
estos principios son solo un espejismo de la responsabilidad internacional de las 
empresas transnacionales, al señalar que estos son una versión mejorada de 
estándares no vinculantes para las empresas, señalando además, que estos principios 
no tuvieron en cuenta las opiniones de la sociedad civil sobre estos asuntos 
(Rodríguez, 2018). 
 
Posterior a la aprobación unánime de estos principios por el Consejo de Derechos 
Humanos, se conformó un Grupo de Trabajo sobre las Empresas y los Derechos 
Humanos para guiar su implementación, el cual en su tercer período de sesiones 
declaró que “no estaba en condiciones de investigar casos individuales de presuntas 
violaciones de los derechos humanos relacionadas con empresas” (Naciones Unidas, 
2013, p. 21). En un informe subsiguiente (2015), este Grupo señaló la falta de datos 
para medir los esfuerzos de los Estados para prevenir y remediar los daños 
generados por las empresas, teniendo como único aspecto destacable, el 
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reconocimiento incipiente de la importancia de la participación de las comunidades 
en el proceso. 
 
Para Deva (2018) “las organizaciones de la sociedad civil deberían ocupar una 
posición más central y tener una intervención institucionalizada en la regulación del 
comportamiento de las empresas, en lugar de actuar desde la periferia” (p.100), 
estableciendo para ello que los actores no estatales serían los llamados a hacer 
vigilancia y hacer cumplir las normas internacionales, debido a que los Estados y 
las empresas no son siempre cumplidores de sus obligaciones internacionales o de 
sus responsabilidades de respetar, respectivamente. 
 
Ante esta crítica, Ruggie (2018) señala que en los Principios Rectores “hay 
referencias específicas a la necesidad de incluir, consultar e informar a las personas 
y comunidades afectadas como parte de los requisitos que los PR disponen para los 
procesos de diligencia debida”. No obstante, estas disposiciones pueden ser 
consideradas meramente formales como parte de una lista de aprobación o check 
list debido a que carecen de obligatoriedad, pues como este autor lo señala, los PR 
son un instrumento de derecho blando.  
 
Bajo esta connotación, Deva (2018) adiciona que “los PR están fundamentados en 
la creencia de que las empresas no tienen obligaciones jurídicamente vinculantes 
conforme al derecho internacional: lo único que tienen es una ‘responsabilidad de 
respetar’ los derechos humanos” (p.100), con un marco limitado de estos, ya que el 
principio 12 hace referencia a que, la responsabilidad de las empresas de respetar 
los derechos humanos se refiere a los derechos humanos internacionalmente 
reconocidos como la Carta Internacional de Derechos Humanos y la Declaración de 
la Organización Internacional del Trabajo relativa a los principios y derechos 
fundamentales en el trabajo, generando una restricción de las obligaciones para las 
empresas y los Estados. 
 
En los comentarios realizados a este principio9, se establece que la Carta 
Internacional de Derechos Humanos incluye: la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles  y  Políticos, el  Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los ocho convenios 
fundamentales de la Organización Internacional del Trabajo señalando además, que 
de acuerdo con las circunstancias, es posible que las empresas deban tener en cuenta 
otras normas, como las de personas pertenecientes a grupos o poblaciones 
específicas. Por lo que la lectura de Deva, en este caso, se restringe a la simple 
 
9 Los Principios Rectores comprenden treinta y un principios, cada uno acompañado de un comentario que explica su 
significado y sus consecuencias para el derecho, la política pública y la práctica. 
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enunciación del principio, desconociendo el carácter amplio de los instrumentos 
internacionales en materia de derechos humanos. 
 
En ese orden de ideas, los Principios Rectores siguen y seguirán siendo objeto de 
constantes críticas, por lo que, como lo plantea Deva (2018) estos principios no son 
más que “el fin del comienzo”. Un comienzo que siguen enmarcado en la 
responsabilidad internacional del Estado, ya que le impone a este el deber de 
proteger los derechos humanos de las violaciones cometidas por terceros, entre los 
cuales estarían las empresas que mediante políticas, legislación y decisiones 
judiciales adecuadas (Ruggie, 2018), tienen el único compromiso de respetar. 
 
No obstante, ante una eventual violación a los derechos humanos por parte de una 
empresa, no se configura ninguna responsabilidad internacional para estas, siendo 
cada vez más evidente el espejismo existente en matera de responsabilidad 
internacional para las ETN. En primer lugar, porque las disposiciones contenidas en 
los PR no tienen carácter vinculante o consuetudinario hasta el momento, 
impidiendo así que los Estados respondan internacionalmente al incumplir con su 
obligación de proteger los derechos humanos por el accionar de las empresas ante 
un tribunal internacional o regional. En segundo lugar, los PR al estar 
fundamentados en la creencia de que las empresas no tienen obligaciones 
jurídicamente vinculantes conforme al derecho internacional, niegan de entrada una 
futura responsabilidad internacional de las personas jurídicas derivadas del 
incumplimiento de su deber respetar los derechos humanos.  
 
En tercer lugar, aunque existe un mecanismo de reparación derivado del deber de 
remediar, este no es desarrollado por los Principios Rectores ni atribuido 
directamente a las empresas o al Estado, imposibilitando así, transitar a un camino 
hacia la responsabilidad de las empresas.   
 
b) Directrices en materia de Derechos Humanos y Empresas, una propuesta desde 
la OCDE 
 
Los Estados miembro de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE) emitieron en 1976 las Directrices para Empresas 
Multinacionales, que no son más que recomendaciones de carácter no vinculante 
dirigidas por los gobiernos a las empresas transnacionales que operan en países 
adherentes o que tienen su sede en ellos.  
 
Estas Directrices contienen recomendaciones para la divulgación de la información, 
la protección y respeto de los derechos humanos, laborales, el medio ambiente, y 
disposiciones contra la corrupción, intereses de los consumidores, ciencia y 
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tecnología y cuestiones tributarias. Además de ello, establecen un mecanismo de 
implementación para impulsar la aplicación de las Directrices, mediar, conciliar y 
resolver los problemas prácticos que puedan llegar a plantearse a través de los 
Puntos Nacionales de Contacto (PNC). 
 
En su última versión (2011), después de más de tres décadas de poco desarrollo e 
impacto, las Directrices adoptan los Principios Rectores creando un capítulo sobre 
derechos humanos y una guía de procedimiento para fortalecer el papel que juegan 
estos Puntos Nacionales de Contacto en la resolución de las cuestiones que puedan 
surgir en relación con la implementación de las Directrices, proporcionando un foro 
para el debate y asistiendo al sector empresarial, a las organizaciones de 
trabajadores, organizaciones no gubernamentales y otras partes interesadas que 
pretendan resolver las cuestiones planteadas de conformidad con la legislación 
aplicable. 
 
De acuerdo con los comentarios sobre la guía de procedimiento para los PNC, una 
vez se presente alguna cuestión en relación con la implementación de las 
Directrices, el PNC realizará una evaluación inicial para determinar si la cuestión 
es de buena fe, si se encuentra relacionada con las Directrices y, por ende, si merece 
mayor consideración. De ser así, el PNC ofrecerá sus “buenos oficios” en un 
esfuerzo por contribuir de manera informal a la resolución de las cuestiones, los 
cuales van desde asesoramiento por expertos hasta acceso a procedimientos 
consensuados y no contenciosos como la conciliación o la mediación. 
 
Si, por el contrario, el PNC decide que la cuestión no merece mayor consideración, 
emitirá una declaración pública, la cual establecerá si las partes involucradas 
lograron alcanzar un acuerdo, para lo cual, publicará un informe con los resultados 
del procedimiento. De no llegar a un acuerdo respecto de las cuestiones que se 
hubieren suscitado, el PNC procederá a emitir una declaración con las 
recomendaciones pertinentes sobre la implementación de las Directrices. 
 
Las Directrices también contemplan un Comité de Inversión el cual tiene entre sus 
funciones, supervisar la aplicación de estas, estudiar las solicitudes respecto del 
cumplimiento o no cumplimiento por parte de un PNC y de sus responsabilidades 
en relación con la resolución de cuestiones planteadas en instancias específicas. 
 
Para Ruggie y Nelson (2015) los PNC son el instrumento con mayor posibilidad de 
éxito en materia de recepción y trámite de quejas sobre derechos humanos, 
representando un avance significativo en materia de responsabilidad empresarial, 
aunque su naturaleza y adopción por las empresas sea estrictamente voluntario, y 
los Estados aduzcan falta de capacidad económica y de recursos humanos para 
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implementarlos (Cantú, 2015). Por lo tanto, las Directrices constituyen un nuevo 
espejismo de la responsabilidad internacional de las ETN, ya que, en el mejor de los 
casos estas disposiciones se han incorporado en códigos de buenas prácticas como 
desarrollo de las prácticas empresariales. 
 
c) Hacia la construcción de un Instrumento internacional jurídicamente 
vinculante en materia de Empresas y Derechos Humanos 
 
Ante los innumerables espejismos en materia de responsabilidad internacional de 
las ETN, la lenta implementación de los Principios Recortes, las Directrices de la 
OCDE y la ineficacia e insuficiencia de los procedimientos judiciales en los 
ordenamientos jurídicos internos de los Estados derivado de la inexistencia de 
estándares internacionales vinculantes (Cantú, 2015), durante el vigesimosexto 
periodo de sesiones del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas se 
aprobó la propuesta de la delegación ecuatoriana sobre la necesidad de contar con 
un instrumento internacional para regular las actividades empresariales ante los 
impactos negativos que se produzcan en los derechos humanos10.  
 
En ese sentido, el 26 de junio de 2014 se aprobó la resolución 26/9 por el Consejo 
de Derechos Humanos que plantea la elaboración de un instrumento internacional 
jurídicamente vinculante sobre las empresas transnacionales y otras empresas con 
respecto a los derechos humanos, que con una votación de 17 Estados a favor11, 14 
en contra12 y 13 abstenciones,13 estableció un Grupo de Trabajo Intergubernamental 
de composición abierta sobre las empresas transnacionales y otras empresas con 
respecto a los derechos humanos. 
 
Para Ruggie (2018) el tratado internacional vinculante debería ocuparse de las 
graves violaciones de derechos humanos que constituyan crímenes internacionales, 
constituyendo así un instrumento importante que haría parte de “una caja de 
herramientas que complementaría los PR” (p.103). 
 
 
10 En junio de 2014, Ecuador, Sudáfrica y otros Estados presentaron una resolución en el Consejo de Derechos Humanos 
de Naciones Unidas para establecer un proceso interestatal mediante el cual se estableciera la forma y el contenido de un 
tratado para regular las actividades empresariales ante los impactos negativos que se produzcan en los derechos 
humanos. 
11 Argelia, Benín, Burkina Faso, China, Congo, Costa de Marfil, Cuba, Etiopía, Rusia, Filipinas, India, Indonesia, Kazajstán, 
Kenia, Marruecos, Namibia, Pakistán, Sudáfrica, Venezuela y Vietnam. 
12 Alemania, Austria, Estados Unidos de América, Estonia, Macedonia, Francia, Irlanda, Italia, Japón, Montenegro, Gran 
Bretaña, República Checa, Corea y Rumania. 
13 Arabia Saudita, Argentina, Botsuana, Brasil, Chile, Costa Rica, Emiratos Árabes Unidos, Gabón, Kuwait, Maldivas, 
México, Perú y Sierra Leona. 
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En la cuarta sesión del Grupo de Trabajo Intergubernamental llevada a cabo entre 
el 15 al 19 de octubre de 2018, se presentaron distintas opiniones y sugerencias 
sobre el proyecto de instrumento jurídico vinculante para regular en el derecho 
internacional de los derechos humanos las actividades de las empresas 
transnacionales y otras empresas, denominado borrador cero o draft zero, en la que 
se destaca la inclusión de una referencia a la responsabilidad civil, penal y 
administrativa (art. 10).  
 
De acuerdo con los comentarios suscitados en este artículo, esta disposición busca 
“llegar a un equilibrio entre el carácter prescriptivo y la flexibilidad, de manera de 
dar a los Estados libertad para determinar cuál era la mejor forma de aplicar el 
artículo”, a lo que muchas Organizaciones No Gubernamentales (ONGs) han 
propuesto mayor claridad, solicitando, entre otras, referencias directas a las 
obligaciones de las empresas transnacionales, con una distinción adecuada entre 
personas naturales y personas jurídicas. 
 
Otras delegaciones cuestionaron la efectividad de una futura responsabilidad de las 
empresas y defendieron la idea de que las empresas fueran responsabilizadas 
directamente en el ámbito internacional, ya que si bien, el proyecto reconoce la 
responsabilidad primordial de promover, respetar, proteger y realizar los derechos 
humanos y las libertades fundamentales a cargo de los Estados, consideran necesario 
prever una responsabilidad directa a las empresas.  
 
El artículo 8° de este proyecto de articulado contempla los derechos de las víctimas 
a un acceso justo, efectivo y rápido a la justicia y a los recursos de conformidad con 
el derecho internacional. Para Cantú (2019) este artículo “plantea un cambio 
fundamental en la forma en que los tribunales internos de los países deberán 
plantear, entender e implementar la reparación” (p.190), lo que permitiría su 
aplicación en los litigios en materia civil, penal y administrativa. 
 
No obstante, “el draft pareció no agradar a la sociedad civil que esperaba un texto 
más fuerte, ni a los Estados que siempre se opusieron al tratado” (Carneiro & 
Oliveira, 2019, p.165). De esa forma, el cuarto período de sesiones terminó con 
varias propuestas y un llamamiento especial de las víctimas de los abusos causados 
por empresas transnacionales y otras empresas, quienes señalaron la imperiosa 
necesidad de respetar, promover, proteger y realizar sus derechos humanos.  
 
El 17 de julio de 2019 el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
publicó el borrador del Proyecto de Tratado vinculante sobre empresas y derechos 
humanos, que lleva por nombre Borrador Revisado. De acuerdo con el Observatorio 
de Responsabilidad Social Corporativa (2019) este nuevo proyecto de articulado 
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tiene una estructura más clara, adopta un léxico más específico y le establece a los 
Estados y a las empresas un compromiso mayor de proteger y respetar los derechos 
humanos. 
 
Este nuevo articulado reafirma la responsabilidad internacional del Estado en 
fortalecer el respeto, la promoción, la protección y el cumplimiento de los derechos 
humanos en el contexto de actividades comerciales, estableciendo para ello nuevas 
obligaciones internacionales.  
 
La responsabilidad de las empresas, por su parte, se circunscribe al ámbito nacional 
disponiendo para ello que “Los Estados Partes se asegurarán de que su legislación 
nacional prevea un sistema integral y adecuado de responsabilidad jurídica por 
violaciones o abusos de los derechos humanos en el contexto de actividades 
comerciales, incluidas las de carácter transnacional.” (art. 6.1), para lo cual deberán 
integrar dentro de sus ordenamientos jurídicos la responsabilidad penal, civil o 
administrativa de personas jurídicas, en especial, respecto de violaciones a los 
derechos humanos como crímenes de guerra, de lesa humanidad, genocidio, tortura, 
desaparición forzada, ejecuciones extrajudiciales, trabajo forzoso, esclavitud, 
desplazamiento forzado, trata de personas, violencia sexual y de género, así como 
por daños naturales. 
 
Al respecto, las personas jurídicas responderán por la comisión, intento, 
participación o complicidad de estos delitos sin perjuicio de responder civilmente 
por los mismos actos o de la responsabilidad de las personas físicas. Las sanciones 
que establezcan los Estados deberán ser efectivas, proporcionales y disuasorias, 
contemplando además, un elemento de reparación para las víctimas de las 
actividades comerciales nacionales y transnacionales. 
 
El 7 de agosto de 2020, el presidente del Grupo de Trabajo Intergubernamental 
publicó el segundo proyecto revisado del instrumento jurídicamente vinculante, el 
cual incorporó algunas de las observaciones formuladas por las organizaciones de 
la sociedad civil durante la última sesión de negociación. Para la Federación 
Internacional de Derechos Humanos - FIDH (2020) este segundo borrador aclara la 
necesidad de que los Estados Partes garanticen la responsabilidad en los casos en 
que las empresas contribuyan al daño y aclara que, en el cumplimiento de la debida 
diligencia en materia de derechos humanos, esta no puede utilizarse como "puerto 
seguro" para eludir la responsabilidad cuando una empresa ha causado o contribuido 
a la comisión de abusos de los derechos humanos. 
 
Asimismo, crea nuevas obligaciones a los tribunales de los Estados del domicilio de 
las empresas, para que ejerzan su competencia independientemente del lugar de 
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procedencia de las víctimas, renunciando así a la doctrina del forum non conveniens 
en tales casos; incluye la posibilidad de que los tribunales de los Estados Partes 
reúnan las demandas que estén estrechamente vinculadas y ejerzan jurisdicción 
sobre las demandas relativas a empresas que no estén domiciliadas en el territorio 
del Estado si no existe otro foro efectivo y si hay una estrecha conexión con el 
Estado en cuestión (forum necessitatis), y crea la obligación explícita de que los 
nuevos acuerdos de comercio e inversión sean compatibles con el instrumento 
jurídicamente vinculante. 
 
A pesar de estos avances, para la FIDH (2020) se hace necesario seguir mejorando 
el articulado en aspectos como la prevención de abusos y violaciones graves en las 
zonas afectadas por el conflicto, la responsabilidad penal de las empresas que 
cometen o son cómplices de delitos contra los derechos humanos, entre otras 
disposiciones. De igual forma, propone incluir en los criterios de competencia 
jurisdiccional un criterio específico que permita la competencia de los tribunales 
situados donde las empresas comerciales tengan "intereses comerciales 
sustanciales", a fin de evitar que las empresas escapen a la indemnización por no 
tener activos importantes en el país donde están domiciliadas; insertar disposiciones 
sobre litispendencia que aclaren la forma en que los tribunales deben tratar los casos 
que se presenten simultáneamente en diferentes jurisdicciones; e insertar un artículo 
específico sobre la jurisdicción penal adjudicativa para aclarar los criterios de 
jurisdicción en las causas penales.  
 
Para Quijano (2020), el tratado debería incluir un principio que establezca que, las 
víctimas y las necesidades de las víctimas deben permanecer en el centro de todos 
los procesos de reparación, estableciendo medidas diferenciales respecto al nivel de 
impacto causado y reconociendo mecanismos de reparación colectiva que incluyan 
la plena participación de los afectados, transparencia e independencia.  
 
Asimismo, esta autora propone que el tratado incluya disposiciones para que los 
Estados establezcan organismos reguladores sólidos que sean capaces de supervisar 
las actividades corporativas de manera efectiva e independiente, y disposiciones 
para que los Estados investiguen las conductas de los servidores públicos 
encargados de regularizar y supervisar las actividades de las empresas que 
constituyan delitos de corrupción, irregularidades y denuncias de  mala conducta 
que condujeron o podrían haber dado lugar a  violaciones o abusos contra los derechos 
humanos y reparar el daño causado por cualquier violación o abuso. 
 
Paralelamente a esta iniciativa, la Campaña Mundial para Desmantelar el Poder 
Corporativo y Poner Fin a la Impunidad como red internacional que agrupa a más 
de 200 movimientos sociales, redes, organizaciones y representantes de víctimas y 
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comunidades afectadas de todo el mundo, presenta ocho propuestas con respecto a 
la naturaleza, la forma, el alcance y el contenido del futuro instrumento internacional 
jurídicamente vinculante. 
 
Entre ellas, establece que el tratado de las Naciones Unidas debe requerir a los 
Estados a que establezcan la responsabilidad legal (civil y penal) de las ETN y sus 
directivos en sus jurisdicciones nacionales, pudiendo incluir disposiciones sobre la 
responsabilidad solidaria de las ETN con respecto a sus filiales (de jure o de facto) 
y su cadena de proveedores, licenciatarios o subcontratistas. 
 
Adicionalmente, propone unos mecanismos internacionales de control y aplicación, 
en el cual deberían establecerse tres órganos: un órgano controlando el 
cumplimiento o Comité14, un Centro Público para el control de las ETN15 y una 
Corte Mundial sobre ETN y derechos humanos16. 
 
A la fecha ninguna propuesta ha tenido la aprobación unánime o mayoritaria de la 
comunidad internacional, lo que evidencia un “declive del modelo de desarrollo de 
las Naciones Unidas y la hegemonía de las ideas liberales lo que ha propiciado una 
injusta distribución de los costos y beneficios de la internacionalización de la 
economía de mercado” (Vela, 2005, p.142), ya que, las oposiciones por parte de 
algunos Estados cada vez se hacen más fuerte. Cantú (2019) identifica la división 
de la comunidad internacional en tres bloques de Estados17 con posiciones distintas 
que afectan de forma directa los planteamientos y discusiones sobre los borradores 
del tratado, además de revelar la influencia económica en la política exterior de 
algunos Estados. 
 
Autores como Deva (2018) conscientes del bloqueo a estas iniciativas proponen la 
creación de un instrumento internacional general de derecho blando que establezca 
obligaciones de derechos humanos para las empresas como una Declaración sobre 
las Obligaciones de Derechos Humanos de las Empresas, la cual disponga de 
 
14 El cual debe poder recibir quejas individuales y colectivas sobre casos específicos de violación del tratado. 
15 Tendrá el mandato de analizar, investigar, documentar e inspeccionar las prácticas de las ETN y sus impactos sobre los 
derechos humanos. 
16 Para la Campaña Mundial, la Corte sería la encargada de recibir, investigar y juzgar las denuncias interpuestas contra 
las ETN, establecer nuevos tipos de delitos internacionales, tales como los delitos económicos, los delitos financieros, los 
delitos de las empresas y los delitos medioambientales. Dicha Corte contemplará la responsabilidad civil y penal de las 
ETN y sus directivos, así como la responsabilidad solidaria de las ETN por las actividades de sus filiales, proveedores, 
licenciatarios y subcontratistas. 
17 Cantú (2019) identifica tres bloques principales: por una parte, el bloque occidental, en el que primordialmente participa 
la Unión Europea y sus Estados miembros, Estados Unidos y Japón; por otra parte, un bloque progresista, que incluye a 
una gran parte de Estados africanos, a la par de algunos países latinoamericanos (Nicaragua, Cuba, Bolivia y Venezuela, 
principalmente), liderados por los impulsores del proceso, Ecuador y Sudáfrica; y finalmente, un bloque conservador, 
conformado en la gran mayoría de los países de América Latina que han estados activos en el proceso (Brasil, México, 
Perú, Chile, Argentina y Costa Rica), así como algunos países asiáticos. 
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mecanismos de cumplimiento que reconozcan las sanciones en el ámbito civil y 
penal, pero también social, a través de la institucionalización de las organizaciones 
de la sociedad civil en el cumplimiento e implementación de las normas de derechos 
humanos contra las empresas.  
 
Estas propuestas a pesar de tener el mismo objetivo, de proponer la creación de un 
instrumento jurídico internacional que responsabilice el actuar de las empresas 
transnacionales, difieren en los sujetos y objetos a los cuales se les imputaría dicha 
responsabilidad. La propuesta derivada del Grupo de Trabajo Intergubernamental 
crea nuevas obligaciones internacionales a los Estados respecto a su deber de 
proteger, promover, respetar y cumplir los derechos humanos internacionalmente 
reconocidos, por lo que el Estado sería el sujeto sancionado y responsable 
internacionalmente por la violación de los derechos humanos realizada por empresas 
nacionales o transnacionales, tras haber realizado una acción u omisión que 
permitiera la configuración de un incumplimiento respecto de las obligaciones 
internacionales dispuestas en el tratado. 
 
Por su parte, la iniciativa de la Campaña Mundial para Desmantelar el Poder 
Corporativo y Poner Fin a la Impunidad reconoce la subjetividad internacional de 
las personas jurídicas, siendo estas las directamente responsables por la comisión de 
una violación a los derechos humanos producto de una actividad comercial 
transnacional que sería juzgada por una Corte Mundial sobre ETN y derechos 
humanos. 
 
Finalmente, en la propuesta realizada por Deva se reconoce a las empresas como 
sujetos de derecho internacional quienes deberán cumplir con las obligaciones de 
derechos humanos. Sin embargo, esta propuesta presenta varias deficiencias, ya que, 
si bien crearía un catálogo de obligaciones internacionales en materia de derechos 
humanos, no crea mecanismos específicos de sanción y reparación, manteniendo su 
compromiso en el ámbito de la responsabilidad social empresarial.  
 
Esta propuesta en últimas mantendría el espejismo de la responsabilidad 
internacional de las ETN, ya que al crear disposiciones derivadas de un instrumento 
de soft law da lugar a que las empresas se excusen de cumplir con ellas bajo el 
pretexto que las disposiciones allí contenidas no tienen carácter de vinculatoriedad, 
centrando la discusión nuevamente en la obligatoriedad de los compromisos 






II. UNA MIRADA DESDE EL NORTE Y SUR GLOBAL EN MATERIA DE 
RESPONSABILIDAD DE LAS EMPRESAS 
 
Las iniciativas emergentes en el seno de Naciones Unidas, la Organización Internacional del 
Trabajo y la OCDE, promovieron un proceso de desarrollo e implementación a nivel nacional 
y regional que se vio reflejado en la promulgación de leyes, creación de políticas públicas, 
códigos de conducta y planes de acción, que recogían las disposiciones dirigidas a las 
empresas en materia de derechos humanos. 
 
Sin embargo, la adopción de estas iniciativas en los ordenamientos internos empezó a denotar 
matices en su aplicabilidad y efectividad. El poder y debilidad de los Estados empezó a ser 
más evidente y las características geográficas, administrativas económicas, sociales y 
culturales comenzaron a marcar diferencias importantes entre los Estados del Norte donde se 
inició un proceso más rígido frente a la responsabilidad de las empresas transnacionales, a 
diferencia de los Estados del Sur Global donde todo su desarrollo regulatorio se ha 
enmarcado en procesos de cooperación e integración internacional. 
 
a) La responsabilidad de las empresas desde la Unión Europea y Estados Unidos 
 
En el contexto europeo, la responsabilidad social empresarial se ha presentado como 
la idea vanguardista del nuevo milenio promovida por la Unión Europea (UE) 
específicamente por la Comisión Europea, quienes el 18 de julio de 2001 lanzaron 
el Libro Verde: Fomentar un marco europeo para la responsabilidad social de las 
empresas, en desarrollo del objetivo de convertir a Europa en una economía 
competitiva capaz de lograr un crecimiento económico sostenible con una mayor 
cohesión social, establecido en el Consejo Europeo de Lisboa en el año 2000. 
 
Este crecimiento económico se planteó de la mano de la responsabilidad social de 
las empresas en lo relativo a las prácticas correctas en materia de aprendizaje 
permanente, organización del trabajo, igualdad de oportunidades, inclusión social, 
desarrollo sostenible, protección medioambiental y respeto de los derechos 
humanos, en articulación con diversas iniciativas internacionales, tales como el 
Pacto Mundial de las Naciones Unidas, la Declaración Tripartita de la Organización 
Internacional del Trabajo sobre las empresas multinacionales y la política social, y 
las directrices de la OCDE para las empresas multinacionales (Comisión de las 
Comunidades Europeas, 2001). 
 
En ese sentido, el Parlamento Europeo propuso establecer una plataforma 
multilateral que integre el concepto de responsabilidad social de las empresas con 
la inserción de medidas sociales y regionales, incluyendo un triple balance que mida 
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sus resultados en materia social y medioambiental, incluida la dimensión de los 
derechos humanos. 
 
Para ello, la Comisión Europea en una comunicación relativa a la responsabilidad 
social de las empresas (2002) estableció que las empresas deben implementar 
códigos de conducta para promover “los derechos humanos, laborales y 
medioambientales, así como las medidas contra la corrupción, en especial en 
aquellos países en los que las autoridades públicas no aplican normas mínimas” 
(p.15), señalando que “el principal desafío que plantean los códigos de conducta 
reside en asegurar su aplicación, verificación y control eficaces” (p.16). 
 
Entre tanto, el Parlamento Europeo y el Consejo por medio de la Directiva 
2014/95/UE, establecieron que las empresas con un número superior a 500 
empleados al cierre de su balance, deberán incluir en el informe de gestión “los 
resultados y la situación de la empresa, y el impacto de su actividad, relativa, como 
mínimo, a cuestiones medioambientales y sociales, así como relativas al personal, 
al respeto de los derechos humanos y a la lucha contra la corrupción y el soborno”, 
disposición acogida en el año 2017 por el Gobierno español en el Real-Decreto Ley 
18/2017 que modificó el Código de Comercio. 
 
Ese mismo año, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación español 
publicó el Plan Nacional de Acción de Empresas y Derechos Humanos (PNA) como 
cumplimiento del compromiso de España de “proteger los derechos humanos, 
también frente a cualquier impacto negativo que la actividad empresarial pudiera 
tener sobre ellos, y de proporcionar a las eventuales víctimas de los mismos un 
remedio efectivo” (Agora, 2017). 
 
Mientras tanto en Francia, la Asamblea Nacional Francesa adoptó la Proposition de 
Loi relative au devoir de vigilance des sociétés mères et des entreprises donneuses 
d’ordre, la cual prevé que “las empresas deberán identificar y prevenir los impactos 
negativos en los derechos humanos, la salud y el medioambiente resultantes de sus 
actividades y de las actividades de las empresas que controlan, de subcontratistas y 
de proveedores” (Sales & Marullo, 2018, p.274), estableciendo sanciones 
pecuniarias en caso de incumplimiento de esa obligación por parte de las empresas.  
 
Posteriormente, el 25 de octubre de 2016 el Parlamento Europeo publicó la 
Resolución 2015/2315 sobre responsabilidad de las empresas por violaciones graves 
a los derechos humanos en terceros países, la cual reitera la importancia de la 
responsabilidad social empresarial haciendo un llamado a las empresas europeas y 
no europeas a que apliquen la diligencia debida en materia de derechos humanos a 
través de planes de acción e incorporen mecanismos de transparencia frente a su 
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cadena de suministros, sus políticas, riesgos y resultados en cuanto a su respeto de 
los derechos humanos y cuestiones conexas. 
 
Asimismo, hace énfasis en que los Estados miembros de la UE legislen de forma 
coherente, global, eficaz y vinculante con miras a cumplir su obligación de prevenir, 
investigar y sancionar las violaciones a los derechos humanos cometidas por 
empresas bajo su jurisdicción, incluidas las perpetradas en terceros países, así como 
de conceder indemnizaciones por las mismas, abogando por la construcción de un 
corpus legislativo coherente en materia civil, mercantil y penal, al considerar que la 
violación a los derechos humanos por las empresas es un problema a escala mundial, 
donde estas tienen las obligación de respetar los derechos humanos y los Estados la 
de regular la responsabilidad de las empresas. 
 
Judicialmente, no hay una respuesta penal o administrativa desde el sistema europeo 
sobre cómo responsabilizar a las empresas transnacionales por violaciones a los 
derechos humanos, pues si bien la protección de estos se contempla en diversos 
tratados internacionales como el Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (1950) y los Pactos 
Internacionales de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (1966), la efectiva 
práctica de la exigencia de responsabilidad no es sencilla (Pigrau & otros, 2016, 
p.35), ya que ni el derecho interno, ni el derecho internacional brindan una solución 
para ello. 
 
No obstante, como lo mencionan Bossard y Pineda (2019) el desarrollo en materia 
de derechos humanos y empresas ha venido aumentando de una forma radical en los 
últimos años, adoptándose políticas públicas y normatividad con relación a la 
exigencia del respeto de los derechos humanos por parte de las empresas. De esa 
forma, en el Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo No. 1215 del 12 de 
diciembre de 2012 relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la 
ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil, se presenta una 
pequeña alternativa para que las víctimas de violaciones de derechos humanos de 
empresas domiciliadas dentro un Estado miembro de la Unión Europea puedan pedir 
reparación ante los tribunales nacionales de la UE.  
 
Igualmente, tanto la Comisión Europea como el Consejo y el Parlamento Europeo 
han realizado manifestaciones a favor de la regulación de las empresas para 
obligarlas a respetar los derechos humanos, entre los que se destacan las 
Conclusiones sobre Empresas y Derechos Humanos (2016), la Recomendación 
sobre Derechos Humanos y Empresas (2016), el Plan de Acción para el 
Financiamiento del Crecimiento Sostenible (2018) y los Puntos Nacionales de 
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Contacto en todos los Estados miembros de la UE, de conformidad con las 
Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales (2018). 
 
Este año, el Parlamento Europeo ha publicado unas recomendaciones a la propuesta 
de la Comisión de Asuntos Jurídicos del Parlamento Europeo sobre la Directiva de 
diligencia debida y responsabilidad de las empresas, que se encuentra pendiente de 
ser aprobada al interior de la Comisión Europea, la cual se fundamenta en el marco 
de las Naciones Unidas de “Proteger, Respetar y Remediar” para las empresas y los 
derechos humanos, los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre las 
Empresas y los Derechos Humanos, las Líneas Directrices de la OCDE, las guías de 
Diligencia Debida de la OCDE, la Declaración de la OIT relativa a los principios y 
derechos fundamentales en el trabajo, entre otras, y que tiene por objeto que las 
empresas,  
 
cumplan con su obligación de respetar los derechos humanos, el medio 
ambiente y la buena gobernanza y no causen o contribuyan a causar impactos 
adversos potenciales o reales sobre los derechos humanos, el medio ambiente 
y la buena gobernanza a través de sus propias actividades o de que aquellas 
que directamente vinculadas a sus operaciones, productos o servicios por una 
relación comercial o en sus cadenas de valor, y que prevengan y mitiguen esos 
impactos adversos. 
 
Para el cumplimiento de estas obligaciones, la Directiva plantea que las empresas 
deberán identificar y evaluar la probabilidad, gravedad y urgencia de los impactos 
potenciales o reales sobre los derechos humanos, el medio ambiente y la buena 
gobernanza, publicando su estrategia de debida diligencia para el conocimiento del 
público y de las partes interesadas. 
 
Asimismo, las empresas deberán proporcionar un mecanismo de reclamación como 
sistema de mediación y de alerta temprana para la sensibilización del riesgo, el cual 
debe estar disponible para que cualquier parte interesada pueda expresar sus 
preocupaciones sobre la existencia de un impacto adverso, potencial o real en los 
derechos humanos, el medio ambiente o la buena gobernanza, comprometiéndose a 
reparar cuando la empresa identifique que ha causado o contribuido a causar un 
impacto adverso. 
 
Esta Directiva, de aprobarse, genera un reto para los Estados miembros en materia 
de debida diligencia, empresas y derechos humanos, dado que, hasta el momento, 
solo Estados como Francia y Países Bajos han adoptado legislación para mejorar la 




Al respecto, cabe mencionar que Francia ha tenido un desarrollo significativo en la 
materia, ya que de acuerdo con Desbarats (2018), “fue el primer Estado miembro de 
la UE en legislar sobre el reporte extra financiero y la RSE” (p.9), adoptando leyes 
relativas a la transparencia, la lucha contra la corrupción y la modernización de la 
vida económica, obligando a las empresas a adoptar un código de conducta e incluir 
un efecto de extraterritorialidad en el ámbito penal. 
 
En el ámbito penal, en el ordenamiento jurídico francés las personas jurídicas son 
responsables en calidad de autor o cómplice de crímenes cometidos por otras 
empresas, “con la previsión de un sistema de sanciones penales adecuado a esta 
nueva categoría de sujetos”, donde además “las víctimas pueden constituirse como 
partes civiles de un proceso penal y pedir la reparación de un prejuicio que se les ha 
causado” (Bossard & Pineda, 2019, p.464) por violaciones a los derechos humanos 
o bienes jurídicamente relevantes18.  
 
El Código Penal Español del 2003, por su parte, contempla en su preámbulo la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas. Sin embargo, es apartir de una 
reforma realizada en el 2010 cuando se reconoce verdaderamente dicha 
responsabilidad en la comisión de delitos cometidos en su nombre y en su provecho, 
por las personas que tienen poder de representación en estas (Sánchez, 2012, p.146), 
sobre todo en aquellas figuras delictivas donde la posible intervención de las mismas 
se hace más evidente (corrupción en el sector privado, en las transacciones 
comerciales internacionales, pornografía y prostitución infantil, trata de seres 
humanos, blanqueo de capitales, inmigración ilegal, ataques a sistemas 
informáticos). En esa misma vía, el Código Penal Holándes también prevé la 
posibilidad de responsabilizar penalmente a las corporaciones. 
 
Por su parte, Alemania, Austria, Suecia, Finlandia, Dinamarca y Luxemburgo 
actualmente se encuentran considerando la posibilidad de adoptar en su legislación 
procesos y marcos normativos de debida diligencia y de responsabilidad de las 
empresas en materia de derechos humanos. 
 
Los miembros de la Unión Europea han señalado que las empresas domiciliadas en 
sus países cuentan con una regulación estricta y con estándares altos en materia de 
derechos humanos. No obstante, aunque el Parlamento Europeo y algunos países 
europeos han manifestado su intención de aportar en la relación empresas 
transnacionales y derechos humanos, organizaciones de la sociedad civil europea 
 
18 Para Bossard & Pineda (2019), los bienes jurídicamente relevantes hacen referencia a proteger vulneraciones contra la 
desigualdad, la corrupción, el medio ambiente, condiciones de trabajo contrarias a la dignidad humana y el obstáculo al 
funcionamiento de las organizaciones representativas de los trabajadores. 
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dedicadas a investigar y monitorear el papel y el poder de las empresas 
transnacionales, han señalado que la UE “tiene una larga historia de política ‘de 
puertas abiertas’ con respecto a las grandes empresas y sus grupos de presión, y de 
otorgar al sector privado un papel cada vez más destacado en la elaboración de 
regulaciones y políticas” (Observatoire des multinationales, Amis de la Terre France 
& otros, 2018, p.5), permitiendo así que las políticas comerciales europeas faciliten 
las violaciones a los derechos humanos y ambientales, ya que algunos de los grupos 
más fuertes de lobby en Europa “inciden directamente sobre los políticos europeos 
e influyen directamente a través del Grupo Asesor sobre Competitividad, que es un 
organismo de consulta de la Unión Europea” como “la Mesa Redonda europea de 
Industriales, formada por los presidentes de las 47 empresas multinacionales 
europeas, cuya facturación equivale al 60% de la producción industrial europea” 
(Hernández, 2009, p. 134). 
 
Es por ello, que para las organizaciones no gubernamentales y de la sociedad civil, 
la Comisión Europea “siempre ha preferido directrices voluntarias y reglas no 
vinculantes, y parece reacia a todo aquello que se presente como una regulación 
efectiva y vinculante” (Observatoire des multinationales, Amis de la Terre France, 
Transnational Institute y Observatorio de Multinacionales en América Latina, 2018, 
p.12), criticando así la implementación de los códigos de conducta y la 
responsabilidad social empresarial en sí misma, dado que la RSE se ha utilizado 
para que las ETN consigan que sus actividades gocen de aceptación social, tanto a 
escala local como global.  
 
Ejemplo de ello, es el programa ‘Legislar mejor’, el cual, de acuerdo con el 
Observatoire des multinationales, Amis de la Terre France, Transnational Institute 
y el Observatorio de Multinacionales en América Latina (2018), 
 
abrió las puertas al sector privado, que siempre ha aspirado a influir tanto en 
la elaboración de nuevas leyes como en la revisión de las ya vigentes. Aunque 
se justifica aludiendo a la necesidad de ‘simplificar’ los procesos, el objetivo 
real aspira a reducir los costos para el sector privado y otorgar a grandes 
empresas la facultad de fijar la agenda regulatoria (p.13). 
 
En ese sentido, el programa representa una tendencia controversial sobre las 
políticas europeas, que priorizan los instrumentos basados en el mercado y la 
autorregulación del sector privado por encima de los objetivos y los reglamentos 
vinculantes. De hecho, desconocen y cuestionan el trabajo realizado por el Grupo 
de trabajo sobre un instrumento jurídicamente vinculante para regular las empresas 
transnacionales en el ámbito de la Naciones Unidas, siendo señalados como 
obstaculizadores del proceso.  
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Finalmente y retomando los instrumentos y mecanismos regionales, de acuerdo con 
Pigrau, y otros (2016), se destaca el Mecanismo de Denuncias del Banco Europeo 
de Inversiones (BEI), el cual permite que cualquier persona pueda presentar ante 
este mecanismo cualquier actividad que considere que ha sido realizada de una 
forma incorrecta, injusta o ilegal, sobre los impactos sociales y medioambientales 
de un proyecto, los acuerdos de participación de las comunidades, las minorías y los 
grupos vulnerables afectados, las ejecuciones del proyecto, el acceso a la 
información, los procedimientos de aprovisionamiento, las cuestiones relacionadas 
con recursos humanos, las relaciones con los consumidores y cualquier otro aspecto 
de planificación, ejecución o impacto de los proyectos del BEI. 
 
A diferencia del continente europeo, el continente americano presenta una dicotomía 
correspondiente a su división geopolítica, dado que los Estados del Norte ostentan 
una calidad diferente a los Estados latinoamericanos y del Caribe.  
 
Los primeros, representados principalmente por Estados Unidos y Canadá son el 
origen de las principales ETN (Romero & Vera Colina, 2014), quienes desde la 
década de los ochenta han sostenido que las empresas deben “promover el desarrollo 
de las comunidades en un sentido amplio y no contentarse con la mera satisfacción 
de las necesidades” (Aguilar, 2008, p. 183), impulsando una década más tarde la 
Responsabilidad Social Empresarial en el mundo contemporáneo. 
 
En el nuevo milenio, Estados Unidos promulgó una Ley Federal para luchar contra 
la trata de personas que llevó a la proliferación de normas de autorregulación, que 
para Sales & Marullo (2018), no fue más que un intento de dichas corporaciones 
para “evitar los problemas derivados de graves violaciones o aprovechar sus buenas 
prácticas como ventaja competitiva ante un consumidor preocupado” (p.277). Esta 
iniciativa fue adoptada posteriormente por el Estado de California mediante la Ley 
sobre Transparencia en la Cadena de Suministros, que “tenía como propósito limitar 
las posibles violaciones de derechos humanos, principalmente sobre la trata de seres 
humanos, potencialmente ejercidas por empresas multinacionales a través de sus 
cadenas de suministros” (Sales & Marullo, 2018, p.217). 
 
En otras palabras, esta ley obliga a las ETN a divulgar sus acciones a favor de la 
erradicación de las violaciones de derechos humanos dentro de la empresa y su 
cadena de suministros, dejando en manos del consumidor la decisión de adquirir o 
tomar los bienes o servicios brindados por la empresa, convirtiendo al consumidor 
en garante de la protección de los derechos humanos. Sin embargo, según un 
informe de Development International (2017), esta ley no ha tenido un gran impacto, 
ya que el consumidor no cuenta con acciones o mecanismos reales para exigir a la 
empresa el cumplimiento de la ley o algún tipo de responsabilidad de llegarse a 
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demostrar que la empresa apoya de forma directa o indirecta la violación a los 
derechos humanos, convirtiéndose así, en otro espejismo de la responsabilidad 
internacional de las ETN. 
 
Ante esto, varios autores han sostenido que las ETN han venido permeando 
diferentes espacios del poder público recibiendo en contraprestación leyes y 
prerrogativas que favorecen sus intereses económicos (Gary, 2014). Ejemplo de 
ello, es que la Corte Suprema de los Estados Unidos en el año 2013 negó la 
posibilidad que los extranjeros puedan recurrir a los tribunales de Estados Unidos 
por violaciones a los derechos humanos cometidas por empresas transnacionales a 
través del Alien Tort Statute (ATS), una norma que confiere jurisdicción universal 
en materia de responsabilidad civil por violación de ciertas normas del Derecho 
Internacional. 
 
El ATS es aplicable entonces, siempre que se trate de la violación a “una norma de 
carácter internacional aceptada por el mundo civilizado y definida con una 
especificidad comparable a las figuras paradigmáticas del siglo XVIII” (Cassel, 
2009, p. 272) como lo eran las violaciones de salvoconductos o de los derechos de 
embajadores y piratería. Para Cassel, esas normas aceptadas por el derecho 
internacional consuetudinario son las relacionadas a la prohibición del genocidio, 
crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad, tortura y labor forzada, las cuales 
pueden dar lugar a una responsabilidad civil por parte de una ETN. 
 
Entre los fallos emblemáticos usando el ATS se encuentra el caso contra la empresa 
UNOCAL,19 en el que se estableció que las empresas estadounidenses pueden ser 
responsables en virtud de la ley ATS por complicidad en violaciones flagrantes de 
los derechos humanos fuera del territorio de Estados Unidos, generando un 
precedente legal importante. Sin embargo, debido a que las partes llegaron a un 
acuerdo, nunca se estableció un precedente judicial o se determinó 
concluyentemente el estándar apropiado para establecer la responsabilidad. 
 
Posteriormente, en el caso sobre el apartheid en Sudáfrica,20 un juez desestimó las 
demandas afirmando que el ATS no ofrecía fundamentos para la determinación de 
la responsabilidad por complicidad, a lo que los demandantes apelaron la 
desestimación y el Tribunal del Segundo Circuito anuló parcialmente la 
 
19 Durante la construcción de un oleoducto en Myanmar por parte de Unocal, empresa estadounidense productora de 
petróleo y gas, ésta contrató al ejército de dicho país para que lleve a cabo tareas de seguridad en la obra. Los pobladores 
locales de la zona en la que se estaba construyendo el oleoducto denunciaron que el ejército los sometió a desalojos 
forzosos, los obligó a trabajar en el proyecto, y cometió violaciones, asesinatos y torturas. Obtenido de https://www.escr-
net.org/es/caselaw/2009/john-doe-i-y-otros-c-unocal-corp-y-otros-395-f3d-932-9-cir-2002  
20 En el litigio sobre el apartheid en Sudáfrica, las víctimas demandaron a docenas de bancos y empresas transnacionales 
por hacer negocios de diversa naturaleza con dicho régimen.  
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desestimación al determinar que si podía alegarse responsabilidad por complicidad 
en  violaciones del  derecho internacional en virtud de la ATS y aceptó la demanda, 
decisión reiterada por la Corte Suprema bajo la cortesía internacional y la cuestión 
política (Knutson, 2010).  
 
No obstante, en el fallo conocido como "Kiobel, Individually and on Behalf of her 
late husband Kiobel, et al. V. Royal Dutch Petroleum co. Et al."21 se concluye una 
interpretación restrictiva del ATS bajo el principio de presunción contra la 
extraterritorialidad, al mencionar “all the relevant conduct took place outside the 
United States. And even where the claims touch and concern the territory of the 
United States, they must do so with sufficient force to displace the presumption 
against extraterritorial application” (Infante Caffi, 2013), siendo la primera vez que 
un tribunal de apelaciones de Estados Unidos niega amparar demandas contra 
corporaciones por violaciones del Derecho Internacional, produciéndose un cambio 
drástico en el precedente judicial estadounidense.  
 
Sobre este asunto, el Observatorio de las Multinacionales en América Latina señaló 
que la decisión de la Corte Suprema de los Estados Unidos “tendrá como resultado 
que en el futuro va a ser imposible responsabilizar a las empresas multinacionales 
por sus crímenes”, ya que en “la opinión de la mayoría de los 9 jueces de la Corte 
Suprema, el ATS no se debe aplicar a las multinacionales, a fin de no obstaculizar 
el comercio internacional” (Weber, 2013), considerándose este hecho como una 
gran derrota en la búsqueda de instrumentos que permitan responsabilizar y 
sancionar las acciones de las ETN en materia de derechos humanos. 
 
Al año siguiente, la posición de Estados Unidos a favor de las ETN fue más notoria, 
al votar negativamente la aprobación de la Resolución de la Asamblea General de 
Naciones Unidas sobre la elaboración de un instrumento internacional jurídicamente 
vinculante sobre las empresas transnacionales y otras empresas con respecto a los 
derechos humanos, a lo que varios sectores ambientalistas señalaron que, “los países 
que acogen a las mayores empresas internacionales; defienden los derechos de las 
empresas y no de los ciudadanos” (López de Miguel, 2014), reafirmando que 
aquellos países, origen de las ETN defienden sus intereses por encima de los 
derechos humanos. 
 
21 Álvarez Torné, M. (2013). El derecho internacional privado ante las vulneraciones de derechos humanos cometidas por 
empresas y respuestas en la UE. Revista Española de Derecho Internacional, 65(2), 157-190. La demanda  interpuesta  
por  Esther  Kiobel,  viuda  de  uno  de  los  integrantes del conocido «Grupo Ogoni 9» ejecutado extrajudicialmente, por la 
responsabilidad de las compañías Royal Dutch Petroleum y Shell Transport and Trading Company, con la participación de 
una filial nigeriana, en relación con las presuntas acciones que dichas empresas y el gobierno nigeriano habrían llevado a 
cabo para sofocar de forma violenta las actividades del mencionado grupo defensor de los derechos de los ogonis, que se 




b) Iniciativas de integración y cooperación desde el sur global en materia de 
responsabilidad de las empresas 
 
En contraposición a los países del norte, se encuentran los Estados de América 
Latina, el Caribe y África, lugares destino de las empresas transnacionales, que 
presentan una base histórica y estructural de desigualdad socioeconómica, por lo 
que el desarrollo de las actividades de las ETN son de particular relevancia e impacto 
-muchas veces negativo- en lo relativo a los derechos humanos, sociales y 
ambientales, viéndose esto representado en el desplazamiento forzado de personas 
y comunidades, la contaminación del aire y del agua, la afectación severa y continua 
de la flora y la fauna, la supresión de derechos laborales, la expropiación de tierra 
ancestral indígena o el financiamiento de grupos armados involucrados en la 
comisión de crímenes de gravedad (Bohm, 2017, p.39). 
 
Lo anterior se da porque estas empresas suelen considerar a los Estados de América 
Latina y el Caribe como un área vulnerable en su economía, su política, sus sistemas 
judiciales y sociales (Bohm, 2012, p.11), por lo que cometer violaciones a los 
derechos humanos en estos países no representa consecuencias de alto impacto, ya 
que internamente estos Estados no cuentan con los mecanismos o instrumentos 
jurídicos para responsabilizar la actividad desarrollada por las ETN. 
 
Por lo tanto, estos países han optado por participar en espacios de integración y 
cooperación, entre ellos: el Foro Regional sobre Empresas y Derechos Humanos 
para América Latina y el Caribe realizado por primera vez en el año 2013 en 
Colombia, el cual tuvo como propósito el “intercambio de experiencias e ideas, 
ofreciendo oportunidades de capacitación e identificación de prácticas innovadoras 
en la prevención, manejo y remediación de los impactos adversos empresariales” 
(Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 2013). 
 
La Declaración de Santiago del año 2013 propuso fomentar iniciativas a favor de la 
implementación de Planes de Acción en las empresas a nivel nacional, subregional 
o regional por medio de la adopción de la responsabilidad social empresarial y 
buenas prácticas en términos de innovación y emprendimiento, en concordancia con 
las leyes y normativas propias de cada Estado (Declaración de Santiago, 2013). 
 
El Grupo de Trabajo de Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos 
Humanos en asocio con la Oficina para América del Sur del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Derechos humanos, crearon Consultas Regionales en 
materia de Empresas y Derechos humanos, que en su cuarta versión se centraron en 
la necesidad de demostrar los compromisos por parte de los Estados, sus planes y 
progresos en el cumplimiento del deber de proteger los derechos humanos y 
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examinar las nuevas prácticas de las empresas en diferentes sectores y a lo largo de 
las cadenas de valor para respetar los derechos humanos y actuar con la debida 
diligencia para prevenir, mitigar y remediar las consecuencias (Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 2019). 
 
En la actualidad, bajo el respaldo financiero de la Unión Europea, la OIT, la OCDE 
y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos, se encuentran desarrollando el proyecto Conducta Empresarial 
Responsable en América Latina y el Caribe (CERAL), con el objetivo de “promover 
un crecimiento inteligente, sostenible e inclusivo en la UE y en América Latina y el 
Caribe, mediante el apoyo a prácticas de conducta empresarial responsable, en línea 
con los instrumentos de las Naciones Unidas, la OIT y la OCDE” (OCDE, 2019), el 
cual se implementará durante el período 2019 – 2023. 
 
Por otra parte, la Organización de Estados Americanos (OEA) en el año 2013 en su 
83° período de sesiones aprobó la Guía de Principios sobre responsabilidad social 
de las empresas en el campo de los derechos humanos y el medio ambiente en las 
Américas. Posteriormente, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la 
Relatoría Especial sobre Derechos Económicos Sociales Culturales y Ambientales 
(2019), le recomendaron a los 35 Estados miembros: revisar y adecuar el marco 
normativo interno aplicable al contexto de empresas y derechos humanos, en 
particular aquellas disposiciones en materia civil, administrativa, penal, fiscal, 
ambiental y laboral para que las empresas respeten y rindan cuentas de sus 
actuaciones; adoptar legislaciones que impongan disposiciones vinculantes sobre el 
deber de debida diligencia empresarial en materia de derechos humanos; asegurar el 
cumplimiento del respeto a los derechos humanos por parte de las empresas de 
manera efectiva y vinculante; establecer por ley el deber de las empresas; mejorar y 
fortalecer los sistemas de transparencia y mecanismos anticorrupción para evitar la 
injerencia, amenaza o influencia indebida empresarial, entre otras. 
 
Cabe destacar que la Corte IDH en opinión consultiva 22/16 solicitada por Panamá 
consideró que, a pesar de que pareciera que existe una disposición en los países de 
la región para reconocer la titularidad de derechos a las personas jurídicas, no todos 
los Estados realizan el reconocimiento de la misma forma y en el mismo grado, por 
lo que concluyó que las personas jurídicas no son titulares de derechos 
convencionales (Castañeda, 2019), y en ese sentido, la responsabilidad que exista 
en materia de derechos humanos por parte de las personas jurídicas será atribuida al 
Estado.  
 
En definitiva, los Estados Americanos viven en un espejismo constante ya que no 
cuentan con un mecanismo que responsabilice o permita sancionar a las ETN, puesto 
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que la responsabilidad social empresarial, los códigos de buena conducta, la 
invitación a implementar buenas prácticas empresariales y los planes de acción 
nacionales siguen siendo la propuesta innovadora de los países desarrollados a los 
que se encuentran en vía de desarrollo. Ejemplo de ello, es que solamente Colombia 
y Chile han lanzado su Plan Nacional de Acción, los cuales, de acuerdo con la 
organización Friedrich Ebert Stiftung (2017) han tenido fallas estructurales o 
deficiencias en su elaboración, a lo que suma, que sí bien estos planes son 
instrumentos importantes, presentan grandes limitaciones para hacer frente a las 
violaciones a los derechos humanos. 
 
Los países africanos tienen una gran similitud con los países latinoamericanos y del 
Caribe, al ser lugares destino de las ETN y participar en espacios de integración y 
cooperación desde el año 2009, donde han adoptado algunas disposiciones 
regionales en favor de los derechos humanos por conductas empresariales. 
 
Así, la Convención de la Unión Africana para la protección y la asistencia de los 
desplazados internos en África (Convención de Kampala) establece como 
obligaciones generales de los Estados parte: “Velar por la responsabilidad de los 
agentes no estatales pertinentes, incluidas las empresas multinacionales y las 
empresas privadas de seguridad o militares, por actos de desplazamientos arbitrarios 
o complicidad en tales actos” (Artículo 1.h). 
 
En 2010 se aprobó la Declaración de Edimburgo del Comité Internacional de 
Coordinación de las Instituciones Nacionales para la Promoción y Protección de los 
Derechos Humanos (CIC), la cual reconoció que las actividades empresariales 
pueden tener repercusiones sobre los derechos humanos (párr. 9) y convino una serie 
de actividades y acciones por parte de las Instituciones Nacionales de Derechos 
Humanos. Como seguimiento a esta Declaración, la Red de Instituciones Nacionales 
Africanas de Derechos Humanos (RINADH) celebró un taller regional sobre 
empresas y derechos humanos en octubre de 2011 en Yaundé, Camerún.  
 
Ese taller regional concluyó con una serie de recomendaciones sobre el Plan de 
Acción sobre Empresas y Derechos Humanos, priorizando tres temas en el ámbito 
de los derechos humanos y las empresas: Derechos laborales y condiciones de 
trabajo, Derechos humanos relacionados con la tierra y Derechos humanos 
relacionados con el medio ambiente (Network of African National Human Rights 
Institutions, 2011). 
 
En los años siguientes, el CIC pudo recopilar algunos ejemplos prácticos 
desarrollados por algunos países africanos sobre las empresas y los derechos 
humanos como las investigaciones de negocio y quejas relacionadas con los 
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derechos humanos aplicadas por la Comisión Nacional de Camerún sobre Derechos 
Humanos y de las Libertades, el seminario sobre Derechos Humanos y Empresas 
promovido por el Consejo Nacional de Derechos Humanos de Marruecos en 2013 
y el Informe del Estado de los Derechos Humanos de la Comisión de Derechos 
Humanos de Zambia (Comité Internacional de Coordinación de las Instituciones 
Nacionales de Derechos Humanos, 2013). 
 
En la actualidad, existen algunas iniciativas en el contexto africano sobre cuestiones 
de derechos humanos relacionadas con actividades empresariales promovidos por 
programas como la Nueva Alianza para el Desarrollo de África, la Comunidad 
Económica de los Estados del África Occidental, la Comunidad Económica de los 
Estados del África Central, la Comunidad de África Meridional para el Desarrollo 
y el Grupo del Banco Africano de Desarrollo, los cuales se han encargado de realizar 
políticas, programas y proyectos en la materia. 
 
Finalmente, la región asiática si bien no hace parte del sur global, posee diversos 
contextos socioeconómicos y culturales similares a la de los países latinoamericanos 
y africanos. De acuerdo con la Red-DESC y la FIDH, en Asia “a nivel regional no 
hay instituciones disponibles para abordar las violaciones de derechos humanos por 
parte de las empresas” (2015, p.7). No obstante, a nivel nacional, Tailandia se ha 
destacado por llevar a cabo investigaciones sobre violaciones de derechos humanos 
por parte de las empresas presuntamente vinculadas con empresas tailandesas en 
otros países de la región a través de la Comisión Nacional de Derechos Humanos de 
Tailandia, mientras que Filipinas ha adelantado acciones para implementar un Plan 
Nacional de Acción sobre Derechos Humanos y Empresas con el fin de implementar 
los Principios Rectores de la ONU sobre Empresas y Derechos Humanos (2015, 
p.8). 
 
China por su parte, manifestó la posibilidad de establecer un marco jurídico para 
garantizar que las actividades realizadas por las empresas sujetas a su jurisdicción 
no menoscaben los derechos humanos en el extranjero y la posibilidad de adoptar 
nuevas medidas sobre las empresas y los derechos humanos de conformidad con sus 
obligaciones internacionales, en relación a las recomendaciones realizadas en el 
Examen Periódico Universal realizado por el Consejo de Derechos Humanos de 
Naciones Unidas (2018). 
 
De esa forma, el continente asiático, en su mayoría, se encuentra inmerso en el 
espejismo de la responsabilidad internacional de las empresas al presentar las 
mismas características de los tres anteriores, al implementar mecanismos no 
vinculantes como los Planes Nacionales de Acción y discursos a favor de apoyar o 
implementar un tratado que responsabilice a las a las ETN por violaciones a los 
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derechos humanos a falta de instrumentos y mecanismos nacionales o regionales 










































RESPONSABILIDAD EMPRESARIAL EN COLOMBIA 
 
A partir de la década de los noventa, los Estados de la Península Ibérica y de América Latina 
incorporaron en sus Constituciones normas de derecho internacional otorgando preeminencia 
a las relativas a los derechos humanos. Colombia en su Constitución Política de 1991 hace 
un “reconocimiento expreso o implícito de la equiparación de las normas de derecho 
internacional a nivel constitucional nacional” (Fix-Zamudio, 2009, p. 248) estableciendo en 
su artículo 93 que los tratados y convenios internacionales que reconocen derechos humanos 
prevalecen en el orden interno y que los derechos y deberes se interpretarán de conformidad 
con los tratados internacionales sobre derechos humanos. 
 
Estas disposiciones integran el denominado bloque de constitucionalidad el cual “se 
construyó para interpretar las normas que fijan el alcance de los derechos comprometidos, y 
el de la protección que les brindan, tanto las normas internacionales como los convenios 
incorporados a la legislación nacional” (Corte Constitucional, Auto 78 A, 1999). De esa 
forma, “las disposiciones que hacen parte del bloque de constitucionalidad ostentan jerarquía 
constitucional por estar situadas a la altura de las normas del texto de la Carta y forman con 
él un conjunto normativo de igual rango” (Corte Constitucional, Sentencia C-067, 2003). En 
ese sentido, los tratados y convenios internacionales que reconocen derechos humanos tienen 
jerarquía constitucional, lo que significa que los jueces en sus providencias y las personas 
naturales y jurídicas en sus comportamientos deben atenerse a sus prescripciones. 
 
Así, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y su protocolo facultativo, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, los Convenios Internacionales de la OIT y la Convención 
Americana de Derechos Humanos, entre otros instrumentos internacionales de derechos 
humanos, hacen parte del bloque de constitucionalidad y con ello, ostentan jerarquía 
constitucional. 
 
Bajo ese reconocimiento, las iniciativas de responsabilidad empresarial por violaciones a los 
Derechos Humanos en Naciones Unidas y las Directrices en materia de Derechos Humanos 
y Empresas de la OCDE empezaron a implementarse en el ordenamiento interno colombiano, 
creándose en el año 2012 un Punto Nacional de Contacto y posteriormente, un Plan Nacional 
de Acción elaborado por la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos en el año 
2015, como incorporación de los estándares internacionales sobre responsabilidad social 






I. Responsabilidad de las Empresas en Colombia: Avances y Retrocesos 
 
Mientras que los países europeos y del norte avanzan en una regulación más estricta para las 
empresas por violaciones a los derechos humanos después de haber implementado prácticas 
de RSE a principios del siglo XX, Colombia actualmente avanza en directrices sobre RSE en 
los códigos de ética de las empresas e implementa instrumentos de debida diligencia de 
aplicación voluntaria, como desarrollo del mandato constitucional establecido en el artículo 
333, que señala la función social de las empresas. 
 
A principios del siglo XX, la RSE en Colombia había tenido algunos desarrollos, 
caracterizándose por ser un compromiso empresarial, voluntario, que busca identificar y 
remediar el impacto de la actividad empresarial (Martínez & Carrillo, 2019) por medio de la 
presentación de informes denominados “balance social" por parte de las empresas, los cuales 
pretendían medir la política social implementada por las empresas (Ibarra, 2014) y del 
surgimiento de procesos organizativos como el Comité Colombiano de Responsabilidad 
Social Empresarial, que se convirtió en una “herramienta de gestión empresarial que permite 
evaluar el desempeño de la organización en su gestión social, construir una estrategia de 
negocio y mejorar la competitividad a través de la construcción de una guía de RSE” (Correa, 
2007). 
 
De esa forma, se inicia en Colombia el espejismo de la responsabilidad de las empresas, 
promovido por el Estado colombiano quien en su afán de ser vanguardista y mostrar 
resultados en materia de derechos humanos y empresas, con el apoyo de Estados Unidos y 
otros estados europeos, crea escenarios como el Comité Minero Energético de Seguridad y 
Derechos Humanos (CME) en el año 2003, con el propósito de “mejorar el desempeño en 
DDHH en lo relacionado con la Seguridad, en los entornos de la operación empresarial en 
Colombia” (CME, 2021), a través de la incidencia en política pública, la generación de 
conocimiento, herramientas, buenas prácticas y la promoción de la debida diligencia, siendo 
enfático en señalar que no expide normas vinculantes para las empresas, no juzga ni sanciona 
el comportamiento de estas, ya que es un poder exclusivo del Estado colombiano. 
 
El mandato del CME es promover la implementación de los Principios Voluntarios en 
Seguridad y Derechos Humanos22 en las prácticas y procesos que diariamente desarrollan las 
 
22 Los Principios Voluntarios en Seguridad y Derechos Humanos (PV) fueron lanzados en diciembre de 2000 por el 
Departamento de Estado del gobierno de los Estados Unidos y la Oficina de Asuntos Exteriores del Reino Unido, luego de 
un proceso de un año que involucró a representantes de dichos gobiernos, ONG y compañías de los sectores de petróleo, 
minas y gas con casas matrices en los países participantes. Los Principios ofrecen guías prácticas para que las compañías 
que operan en zonas de conflicto o de gobernabilidad frágil se aseguren de que las fuerzas de seguridad pública o privada, 
que protegen sus operaciones, actúen bajo el marco de los derechos humanos. Esta iniciativa fue necesaria dada la 
preocupación internacional por el comportamiento de las fuerzas de seguridad en la protección de las instalaciones 




empresas, al igual que en el relacionamiento con el personal de la seguridad pública y 
privada. Sin embargo, para Tierra Digna (2015), la implementación de estos principios 
“carece de aportes de actores en los escalafones más alejados de los centros de poder y la 
toma de decisiones”, es decir, su ejecución y planeación es realizada por personas, 
“expertas”, que no incorporan las perspectivas locales, regionales, comunitarias y sociales 
del país.  
 
En el año 2006 se crean las Guías Colombia en Derechos Humanos y Derecho Internacional 
Humanitario como una “iniciativa multiactor de carácter voluntario que reúne a empresas de 
distintos sectores económicos, entidades del Estado, organizaciones de la sociedad civil y 
organizaciones internacionales”, cuya misión es “contribuir a mejorar la situación de DDHH 
y DIH en el país, a partir de la generación de lineamientos prácticos en debida diligencia para 
empresas que promuevan operaciones respetuosas de los DDHH” (Fundación Ideas para la 
Paz, 2020). No obstante, para Tierra Digna (2015), espacios como el CME y Guías Colombia,  
 
no reconocen adecuadamente las tipologías precisas de derechos humanos afectados 
por las empresas, las dinámicas de funcionamiento de los espacios que los 
operacionalizan (en Colombia Comité Minero-Energético y Guías Colombia) no 
involucran en condición de actores a los afectados ni a las organizaciones de la sociedad 
civil conocedoras de las problemáticas, y su línea de abordaje conceptual y 
metodológico parte de un esquema de arriba hacia abajo basada en lineamientos 
internacionales, guías de desempeño e indicadores elaborados por “expertos” o ONG 
cercanas a las empresas. No se involucra adecuadamente a las comunidades ubicadas 
en el escalafón más lejano a los centros de decisión, lo que impide la superación de las 
asimetrías marcadas por el poder de las empresas. (p.125). 
 
Posteriormente, en el año 2008 se crea la Guía Técnica Colombiana 180 de Responsabilidad 
Social por el Icontec, que proporciona las directrices para establecer, implementar, mantener 
y mejorar de forma continua un enfoque de responsabilidad social en la gestión y propender 
por involucrar a los stakeholders (partes interesadas) en un desempeño socialmente 
responsable. Dos años después, surgen las normas ISO 26000 Guía sobre responsabilidad 
social como una guía global para las organizaciones del sector público y privado de todo 
tipo, basada en un consenso internacional que promueve la aplicación de las mejores 
prácticas sobre responsabilidad social por parte de las empresas de todo el mundo. 
 
No obstante, la naturaleza jurídica de estas normas (Icontec e ISO) se enmarcan como 
disposiciones de soft law, al compartir un carácter voluntario y no coercitivo, razón por la 
cual su implementación atiende al carácter potestativo de las empresas. 
 
A diferencia de estas normas voluntarias, existe una obligación para las empresas sometidas 
a vigilancia y control de la Superintendencia de Sociedades de presentar un informe el cual 
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debe evidenciar la adopción de buenas prácticas empresariales y de buen gobierno 
corporativo so pena de incurrir en sanciones de tipo societario y penal por el incumplimiento 
de una obligación legal.  
 
En el año 2011, mediante el Decreto 4100 se crea y organiza el Sistema Nacional de Derechos 
Humanos y Derecho Internacional Humanitario, con el fin de articular a las entidades e 
instancias del orden nacional y territorial, y coordinar sus acciones para promover el respeto 
y garantía de los DDHH y la aplicación del DIH, mediante el diseño, implementación, 
seguimiento y evaluación de la Política Integral de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario, y el diseño y consolidación de las políticas públicas sectoriales 
con enfoque de derechos y enfoque diferencial.  
 
De esa forma, bajo el paraguas de una política pública sobre derechos humanos, en Colombia 
se empiezan a desarrollar espacios y herramientas en la materia, creando un espejismo de 
gobernanza por parte del Estado en derechos humanos, por lo que, ese mismo año y con el 
objetivo de ingresar a la OCDE, Colombia se adhirió a la Declaración de la OCDE sobre 
Inversión Internacional y Empresas Multinacionales adoptando así las Líneas Directrices de 
la OCDE para Empresas Multinacionales, instrumento constitutivo de la Declaración. 
 
En virtud de las disposiciones de estas Directrices, Colombia debía establecer un Punto 
Nacional de Contacto, así como el procedimiento para la puesta en práctica de este 
instrumento según lo establecido en la Decisión del Consejo sobre las Directrices para 
Empresas Multinacionales de la OCDE, razón por la cual, en el año 2012 se crea el Punto 
Nacional de Contacto por medio del Decreto 1400 del 2012 con la finalidad de promover el 
conocimiento y la eficacia de las Directrices de la OCDE entre las entidades y organismos 
estatales, el sector empresarial, las organizaciones sindicales, las organizaciones no 
gubernamentales y demás actores interesados. 
 
Entre las funciones del PNC establecidas en el Decreto 1400, se encuentran, servir de foro 
de discusión, ayudando a las partes interesadas a resolver los problemas planteados en las 
instancias específicas, de manera eficiente, oportuna y de conformidad con las Líneas 
Directrices. Sobre esta función, el PNC colombiano establece un procedimiento compuesto 
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por una etapa inicial23, de medicación24 y de examen final25, al cual, de acuerdo con lo 
señalado por Martínez y Carrillo (2019), a la fecha, se conocen solo tres casos26 que se hayan 
sometido al Punto Nacional de Contacto, donde solo uno de ellos dispone de una evaluación 
final. 
 
Otra de las funciones que se señalan en el Decreto, es la de cooperar con los PNCs de los 
demás países adherentes a las Líneas Directrices, a lo que el Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo informa que el PNC de Colombia participó como observador en el de 
Noruega (2013) y en el de Estados Unidos (2017); y como par en el de Argentina (2019).  
 
Actualmente, Colombia hace parte del proyecto CERAL con el propósito de recibir asistencia 
técnica para el período 2020-2022 por medio del desarrollo de una hoja de ruta que ya se 
encuentra finalizada en coordinación con la OCDE, con actividades de asistencia técnica 
basadas principalmente en el arreglo institucional, promoción y coherencia e instancias 
específicas del Punto Nacional de Contacto.  
 
Para Cantú (2014), si bien los PNCs son importantes y pueden llegar a unificar los criterios 
sobre los cuales se permita construir una base sólida de interpretación respecto a las 
Directrices de la OCDE, los PNCs no cuentan con medios para garantizar la participación 
activa o el cumplimiento de las recomendaciones hechas a las empresas multinacionales, ya 
que, al tener un carácter voluntario,  
 
las Directrices para Empresas Multinacionales son incapaces de asegurar que tales 
recomendaciones van a ser efectivamente puestas en práctica por las empresas, o bien, 
que los resultados y llamados que hagan los Puntos de Contacto Nacional a empresas 
 
23 Artículo 14. Procedencia. Cualquier persona natural o jurídica que se sienta afectada directa o indirectamente, podrá 
presentar un caso específico ante el Punto Nacional de Contacto por el posible incumplimiento de las Directrices por parte 
de una empresa multinacional.  
Artículo 19. Evaluación inicial del caso. El Punto Nacional de Contacto deberá hacer una evaluación inicial para establecer 
si se debe continuar o no con el análisis del caso, determinando si será aceptado o rechazado.  
24 Artículo 24. Cuando el Punto Nacional de Contacto en su evaluación inicial decida aceptar el caso específico, ofrecerá 
sus buenos oficios para facilitar a las Partes una resolución del caso a través de la mediación. El PNC en el proceso de 
mediación proporcionará un escenario y una oportunidad para que las Partes puedan discutir los temas planteados en el 
caso.  
Parágrafo 1°. La etapa de mediación será de carácter confidencial. Solamente será público el acuerdo final al que lleguen 
las Partes, el cual deberá constar por escrito. Dicho acuerdo será publicado como parte de la evaluación final del caso.  
Parágrafo 2°. La mediación podrá ser adelantada por terceros distintos al Punto Nacional de Contacto, quienes deberán 
contar con amplia experiencia en resolución de conflictos. Estos terceros deberán observar todas las disposiciones 
contenidas en las Directrices y en el presente decreto. 
25 Artículo 31. El examen final del caso por parte del Punto Nacional de Contacto procederá en los siguientes casos:  
a) Cuando las Partes no hayan aceptado la mediación.  
b) Cuando habiendo aceptado la mediación, no se llegó a un acuerdo total. 
26 De acuerdo con Martínez y Carrillo (2919) “hasta el momento hay información pública sobre tres casos que se hayan 
sometido al Punto Nacional de Contacto de Colombia: los casos Hoteles Decamerón, Drummond y DHL” (p.328). 
57 
 
para participar en las instancias específicas por supuestas violaciones a las Directrices 
tengan algún tipo de efecto (p.645). 
 
Al respecto, cabe mencionar que con la creación e implementación del PNC colombiano se 
inició el reconocimiento e implementación de los Principios Rectores sobre Empresas y 
Derechos Humanos en correlación con las Directrices de la OCDE para Empresas 
Multinacionales. Sin embargo, han pasado ocho años desde su creación y solo se han 
tramitado tres casos, en un país, catalogado por el Colectivo de Abogados José Alvear 
Restrepo (2012) como un paraíso para las transnacionales, debido a la permisividad de los 
gobiernos colombianos para que se violen los derechos fundamentales de los trabajadores y 
los convenios internacionales por parte de las ETN. 
 
Lo que evidencia lo anterior, es que Colombia, al ser un Estado con una gran presencia de 
empresas transnacionales, no ha socializado, publicado y promovido el Punto Nacional de 
Contacto, sus funciones e importancia en la solución de controversias derivadas de la 
vulneración a los derechos humanos. A ello se suma, que los casos conocidos en el PNC no 
son públicos, imposibilitando así conocer las decisiones que se toman en cada caso, la 
interpretación que se realiza de las Líneas Directrices de la OCDE y su aplicación al caso 
concreto. 
 
El desconocimiento del PNC también se evidencia en el número de acciones de tutela, 
acciones de grupo y demandas de constitucionalidad que se han presentado en la jurisdicción 
ordinaria sobre las violaciones a los derechos políticos, económicos y sociales por parte de 
las empresas transnacionales, con especial énfasis en las comunidades indígenas y 
afrocolombianas. De esa forma, el protagonismo en la solución de controversias entre 
individuos o comunidades versus empresas, se lo lleva la justicia ordinaria, pero en especial 
la constitucional, catalogada por Correa y Roa (2019) como el “mecanismo institucional 
necesario e idóneo para avanzar en la protección de los derechos humanos por parte de las 
empresas” (p. 189). Así, para estos autores, la Corte, en su rol de juez constitucional, al basar 
sus decisiones en la responsabilidad social empresarial y los Principios Rectores de Naciones 
Unidas, es la instancia eficaz e idónea para decidir ante la vulneración de los derechos 
humanos por parte de las empresas. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia SU – 123 de 2018 hace un llamamiento a 
las empresas a incorporar los deberes de debida diligencia en cumplimiento de los mandatos 
constitucionales establecidos en el artículo 333 y al Principio 1727 de la Declaración de 
Principios Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos. A lo que, el Estado respondió 
expidiendo una Guía para la debida diligencia en la cadena de suministros, instrumento de 
 
27 Con el fin de identificar, prevenir, mitigar y responder las consecuencias negativas de sus actividades sobre los derechos 
humanos, las empresas deben proceder con la debida diligencia en materia de derechos humanos. 
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autorregulación, de aplicación voluntaria, que ofrece lineamientos a las empresas en el 
ejercicio de la debida diligencia en derechos humanos en sus cadenas de suministro, mediante 
una gestión responsable y transparente en sus relaciones con proveedores y contratistas. 
 
En Sentencia T -732 de 2016 la Corte Constitucional precisó que los Principios Rectores 
sobre las Empresas y los Derechos Humanos no crean nuevas obligaciones dado que estos 
principios hacen referencia expresa a la Carta Internacional de los Derechos 
Humanos28ratificada por Colombia, sino que establecen lineamientos para que los Estados y 
las empresas respeten los derechos humanos, aseguren que no se cometan violaciones y, en 
caso de que ocurran, se garantice su reparación.  
 
Asimismo, señaló que para el desarrollo de los tres pilares que contienen los PR (proteger, 
respetar y remediar), cada uno de los Estados debe adoptar Planes de Acción, proferir normas 
y tomar medidas administrativas, haciendo énfasis que, en diciembre de 2015 la Consejería 
Presidencial para los Derechos Humanos elaboró un Plan Nacional de Acción: 
  
El Plan es un instrumento de política pública a 3 años que tiene como objeto armonizar 
la actividad empresarial y la protección de los derechos humanos. Fija algunas 
responsabilidades a las principales autoridades estatales para empezar a aplicar los 
Principios de Naciones Unidas, por ejemplo, reconoce el papel del Estado como uno de 
los principales actores económicos y señala que el Ministerio de Ambiente y la Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales “fortalecerán la presencia de requisitos de respeto 
a los derechos humanos tanto en lo relativo a los Estudios de Impacto Ambiental de las 
empresas como a los Planes Empresariales de Manejo de Riesgos Sociales y en derechos 
humanos (Corte Constitucional, Sentencia T-732, 2016). 
 
Este PNA denominado “Colombia Avanza”, se implementó en el marco de la política pública 
de Empresas y Derechos Humanos, desarrollándose entre los años 2014 – 2015 en medio de 
la solicitud de adhesión de Colombia como miembro de la OCDE y las negociaciones del 
proceso de paz entre el Estado Colombiano y la antigua guerrilla de las FARC – EP, por una 
vigencia de tres años, bajo ocho lineamientos29 cuyo objetivo principal estaba dirigido a que 
el Estado colombiano cumpla con su obligación de proteger, las empresas cumplan con su 




28 La llamada Carta Internacional de los Derechos Humanos está integrada por La Declaración Universal de los Derechos 
Humanos (1948), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. Obtenido de: https://www.un.org/es/sections/what-we-do/protect-human-rights/  
29 Para Tole (2019) el Plan Nacional de Acción se diseñó a partir de los siguientes lineamientos: (i) Enfoque basado en 
Derechos Humanos, (ii) Coherencia con otras normas y estándares internacionales, (iii) Enfoque diferencial, (iv) Énfasis 
territorial, (v) Priorización sectorial, (vi) Insumo para el posconflicto y la construcción de paz, (vii) Coordinación y 
articulación, y (viii) Liderazgo compartido de la implementación. 
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En el PNA se definieron 11 líneas de acción desagregadas en 86 acciones, las cuales tuvieron 
seguimiento por parte de la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos quien 
elaboró dos informes, el primero publicado en mayo de 201730 y el segundo en agosto de 
201831, señalando en este último, que se había logrado un avance del 86% en la 
implementación de sus acciones. Sin embargo, para la Fundación Ideas para la Paz, “los 
avances de las acciones, fueron descritos de manera cualitativa” (2019, p.24), por lo que no 
era posible establecer un porcentaje de avance certero del PNA al cierre de su vigencia en 
diciembre de 2018.  
 
De esa forma, Colombia se convirtió en el primer país no europeo en tener un Plan Nacional 
de Acción en Derechos Humanos y Empresas. No obstante, como lo señala Tole (2019), este 
reconocimiento no significa tener el mejor instrumento de política pública. Entre las 
principales críticas se encuentra la falta de participación de las comunidades y de la sociedad 
civil en general, y la inexistencia de un mecanismo de sanción, lo cual genera impunidad 
frente a los impactos negativos ocasionados por la actividad de las empresas. 
 
Para la organización Tierra Digna, “el proceso de construcción del PNA se llevó a cabo sin 
contar con las comunidades afectadas por violaciones de DDHH por parte de Empresas, 
tratándolas como meras receptoras de la política pública, sin proporcionar una participación 
efectiva en su formulación” (2016). Asimismo dicha ONG señala que el PNA desconoce que 
las empresas son generadoras de conflictos territoriales en la ejecución de sus actividades, es 
decir, no reconoce que las empresas son generadoras de violaciones a los derechos humanos, 
por lo que tampoco ofrece ningún tipo de garantía para las víctimas, ya que, deben hacer los 
reclamos y quejas ante el agente violador de sus derechos, dado que en las empresas recae la 
recepción de quejas y reclamos, sin prever ningún mecanismo en el caso en que la empresa 
no responda a las solicitudes planteadas.   
 
El PNA terminó su vigencia en diciembre de 2018 coincidiendo con la salida del gobierno 
del presidente Juan Manuel Santos. Por lo que, la segunda versión del PNA responde a los 
lineamientos del gobierno del presidente Iván Duque Márquez y el Plan Nacional de 
Desarrollo 2018-2022, bajo la dirección de la Consejería Presidencial para los Derechos 
Humanos, quien heredó un documento realizado en el año 2018 bajo el gobierno anterior, 
con propuestas para la actualización del PNA bajo cinco ejes específicos: i) Órganos de 
gobernanza; ii) El deber del Estado de proteger; iii) El deber de las empresas de respetar; iv) 
 
30 Consejería Presidencial para los Derechos Humanos (2017). Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos y 
Empresa. Informe de avances en la implementación. Actualización mayo 2017. Disponible en: 
http://www.derechoshumanos.gov.co/observatorio/publicaciones/Documents/2017/170523-Informe-empresas-ac2.pdf   
31 Consejería Presidencial para los Derechos Humanos (2018). 2do Informe de seguimiento del Plan Nacional de Acción 





El acceso a mecanismos de remediación; y v) Mecanismos de seguimiento, monitoreo y 
evaluación. 
 
Para la Fundación Ideas para la Paz (2019), es importante que, en el proceso de construcción 
de la segunda versión del PNA colombiano, el Gobierno Nacional tenga en cuenta las Líneas 
Directrices y Guías de la OCDE con el objetivo de fortalecer la política en materia de 
empresas y derechos humanos, así como, integrar un compromiso de actualización dentro del 
PNA, para que cuando se acerque el periodo de cierre de su vigencia, se empiece a planificar 
su actualización o una nueva versión, que ponga en práctica las lecciones aprendidas en 
materia de formulación, implementación y revisión, y así evitar vacíos de política entre una 
versión y otra. 
 
La segunda versión del Plan Nacional de Acción de Empresas y Derechos Humanos “Juntos 
lo Hacemos Posible Resiliencia y Solidaridad” fue lanzado el 10 de diciembre de 2020 con 
el objetivo general de garantizar que durante la coyuntura ocasionada por la COVID-19 así 
como en la fase de reactivación económica y social para la superación de esta: el Estado 
proteja adecuadamente los derechos humanos, las actividades empresariales sean respetuosas 
de estos derechos y se permita a las víctimas de afectaciones a tener acceso a una reparación 
efectiva (Consejería Presidencial para los Derechos Humanos, 2020). 
 
Su composición se basa en los cinco ejes recomendados, haciendo énfasis en tres pilares, los 
cuales se fundamentan en los Principios Rectores de Naciones Unidas (garantía, respeto y 
acceso a mecanismos de reparación) de la siguiente forma: el Pilar Fundamental 1 La 
obligación de proteger los derechos humanos a cargo del Estado que cuenta con nueve ejes; 
el Pilar Fundamental 2 El deber de las empresas en el respeto de los derechos humanos que 
cuenta con cuatro ejes y el Pilar Fundamental 3 El acceso a los mecanismos de reparación 
que cuenta con dos ejes, los cuales fueron concertados con más de veinte entidades del 
Gobierno Nacional y de los principales sectores productivos del país32. 
 
Sin embargo, las organizaciones no gubernamentales del país que se agruparon en La Mesa 
Nacional de ONG sobre Empresas y Derechos Humanos, rechazan el proceso y el nuevo Plan 
Nacional de Acción, dado que, el nuevo Plan plantea exactamente los mismos vacíos 
 
32 De acuerdo con la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos (2021), los principales sectores productivos del 
país se encuentran representados en los siguientes gremios empresariales: Asociación Nacional de Empresarios de 
Colombia (ANDI), Asociación Colombiana de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (ACOPI), Cámara Colombiana 
de Petróleo, Gas y Energía (CAMPETROL), Confederación Nacional de Cámaras de Comercio (CONFECAMARAS), 
Federación Nacional de Comerciantes (FENALCO), Cámara Colombiana de la Construcción (CAMACOL), Asociación 
Nacional de Agencias de Viajes y Turismo (ANATO), Asociación Nacional de Comercio Exterior (ANALDEX), Asociación 
Colombiana de Petróleo (ACP), Asociación Nacional de Empresas de Servicios Públicos y Comunicaciones de Colombia 
(ANDESCO), Asociación Colombiana de Minería (ACM), Cámara Colombiana de la Energía (CCENERGIA) y la Asociación 
Nacional de Instituciones Financieras (ANIF). Obtenido de Respuesta a su solicitud sobre Plan de Empresas y Derechos 
Humanos OFI21-00002977 / IDM 13050000. 
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evidenciados desde hace más de cuatro años por la sociedad civil, al no contar con una 
“participación real y efectiva de la sociedad civil y de las comunidades víctimas de 
actividades empresariales” y su contenido “no constituye una política de Estado, ni plantea 
herramientas idóneas para la reparación integral de violaciones a los derechos humanos, ni 
contempla un enfoque preventivo frente a las mismas”, dado que, no incluye indicadores y 
sus ejes no establecen un efectivo y real compromiso por parte de las empresas en materia de 
derechos humanos.  
 
Bajo esas y otras consideraciones33, instan a los organismos internacionales a no reconocer 
la segunda versión del PNA como un mecanismo idóneo para la protección de los derechos 
humanos, ni a considerarlo como un avance de parte del Estado colombiano en el 
cumplimiento de sus obligaciones internacionales en la materia, por lo que, solicitan que el 
Gobierno Nacional replantee su postura negligente en la materia y adopte los correctivos 
necesarios para ajustar el PNA a los estándares internacionales. 
 
Es así, como después de dos años de demoras injustificadas para la publicación e 
implementación de la segunda versión del PNA, tenemos en la actualidad un instrumento 
rechazado por la sociedad civil y un texto que no cumple con las obligaciones internacionales 
que ha suscrito el Estado colombiano en materia de derechos humanos, cuestionando el 
compromiso del gobierno sobre la política de derechos humanos y en especial, la de derechos 
humanos y empresas, generando un retroceso en los instrumentos de política pública y 
convirtiendo a Colombia en el primer Estado no europeo en tener un Plan Nacional de Acción 
en Derechos Humanos y Empresa que es rechazado por la sociedad civil. 
 
Hasta este momento, se puede afirmar que en Colombia existen varias disposiciones legales 
y políticas encaminadas a que las empresas respeten, protejan y reparen los derechos 
humanos. No obstante, el espejismo de la responsabilidad de las empresas se evidencia en 
que los esfuerzos realizados por el Estado colombiano resultan insuficientes en materia de 
sanción y responsabilidad de las empresas, lo cual responde en gran medida al conflicto 
existente entre las obligaciones derivadas del régimen de promoción y protección de la 
inversión extranjera con el derecho internacional de los derechos humanos. 
 
En ese sentido y de acuerdo con Sierra – Camargo (2019), Colombia ha suscrito 
aproximadamente veinticinco acuerdos internacionales de inversión teniendo que realizar 
algunas reformas constitucionales y legales con el propósito de garantizar las condiciones de 
seguridad jurídica para los inversionistas extranjeros. Bajo esas nuevas disposiciones, se han 
 





provocado restricciones en la capacidad regulatoria del Estado en materia de derechos 
humanos, bajo la amenaza de la imposición de multimillonarias sanciones monetarias. 
 
Por ejemplo, mientras que la Corte Constitucional colombiana decidió proteger los 
derechos de la comunidad de Marmato en cumplimiento de las obligaciones 
constitucionales e internacionales del Estado en materia de derechos humanos, otras 
autoridades estatales como la Agencia Nacional de Minería o la Agencia Jurídica para 
la Defensa del Estado decidieron apoyar el reclamo de la compañía, la cual, a su vez, 
decidió demandar al Estado ante el ISDS (Sierra – Camargo, 2019, p.301). 
 
De esa forma, el derecho internacional de las inversiones y los tribunales de arbitramento, en 
cierta medida, inhiben las decisiones de los tribunales nacionales y restringen la capacidad 
de las autoridades nacionales de actuar conforme a sus obligaciones constitucionales e 
internacionales en materia de derechos humanos so pena de incurrir en posibles 
incumplimientos ante el sistema internacional de inversiones, resultado de esto, es que 
Colombia actualmente cuenta con once demandas ante el Sistema de Arbitraje de 
Inversiones.  
 
Al respecto, Greenpeace, en un informe de 2013, señaló que a partir del 2001 el gobierno 
nacional reestructura la regulación del sector minero para facilitar y fomentar la inversión 
trasnacional, prevaleciendo el interés minero sobre la protección ambiental. Esto evidencia 
una preeminencia a los derechos de inversión extranjera sobre los derechos humanos por 
parte del Estado colombiano, existiendo todo un aparato legal e institucional de promoción 
y protección a los inversionistas que les permite activar el sistema de arbitraje cuando 
consideren que están siendo vulnerados sus derechos y expectativas mientras que en materia 
de protección de los derechos humanos no existen disposiciones jurídicas vinculantes que 
permitan hacer reclamaciones cuando se considere se está ante una vulneración. 
 
En ese orden de ideas, la posición de Colombia en el tema de empresas y derechos humanos 
ha estado encaminada a mantener el espejismo de la responsabilidad de las empresas, al 
apoyar plenamente la aplicación de los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre las 
Empresas y Derechos Humanos, cuyo éxito en consideración de los representantes del actual 
Gobierno, “radica en su carácter voluntario y en el entendimiento de que es responsabilidad 
de cada Estado desarrollar dichos Principios de acuerdo con las necesidades y el contexto de 
cada país” (Cancillería de Colombia, 2020, p.1), por lo que además, considera que un 
instrumento internacional jurídicamente vinculante sobre las empresas transnacionales y 
otras empresas con respecto a los derechos humanos no es necesario, ya que los derechos que 
allí se pretenden proteger se encuentran reconocidos en otros instrumentos internacionales, 
entre ellos, los Acuerdos de Libre Comercio o de Protección y Promoción de Inversiones que 
han sido suscritos por Colombia, siendo enfáticos en señalar que “Colombia ha expresado 
reservas frente a conceptos que en su opinión no resultan claros, entre ellos, la 
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responsabilidad penal de las personas jurídicas o el alcance de las obligaciones” (Cancillería 
de Colombia, 2020, p.1). 
 
II. Las Empresas en el Conflicto Armado Colombiano: entre la impunidad y el 
reto de la Jurisdicción Especial para la Paz 
 
Colombia lleva más de cincuenta años en un conflicto armado no internacional con una 
amplia participación de actores, entre los que se destacan grupos guerrilleros, grupos 
paramilitares y el propio Estado. Sin embargo, hay otros actores que si bien tienen grandes 
responsabilidades en el marco del conflicto son constantemente invisibilizados: las empresas 
nacionales y transnacionales. 
 
De acuerdo con Wiesner (2019), “se dieron muchos casos de empresas relacionadas con 
grupos armados, la mayoría con un denominador común, dichas empresas financiaban y 
apoyaban estos grupos a cambio de seguridad para su personal, sus instalaciones y sus 
inversiones en la región” (p.481) sobre todo en territorios con gran abundancia de recursos 
naturales como La Guajira, Magdalena, Meta, Putumayo y Valle del Cauca. 
 
Al respecto y según versiones de exparamilitares, prácticas como el desplazamiento forzado 
no solo fueron utilizadas como estrategia de guerra, sino que también coincidió con “los 
intereses económicos tanto de los paramilitares como de las élites económicas locales y las 
empresas que estuvieron directamente involucradas en los desplazamientos o se beneficiaron 
de los bajos precios de la tierra y la garantía de permanencia en ella” (Centro Nacional de 
Memoria Histórica, 2013, p. 71). Sin embargo, su participación en violaciones de derechos 
humanos va más allá del desplazamiento forzado, la Corporate Accountability and 
Transitional Justice-Colombia citada por Sánchez León y otros (2018) registra casos de 
homicidios, creación de grupos paramilitares y proporción de apoyo logístico a grupos 
paramilitares. 
 
Uno de los ejemplos más emblemáticos, es el caso de la Chiquita Brands International en la 
década de los noventa, señalada de financiar grupos paramilitares en la región del Urabá 
Antioqueño y en Santa Marta, impulsando la masiva comisión de crímenes de lesa 
humanidad y graves violaciones de derechos humanos por parte de estos grupos, incluyendo 
desplazamiento forzado, homicidios, tortura, desapariciones forzadas, entre otros crímenes 
(Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, 2008). También numerosas prácticas de 
adquisición de tierras se realizaron sin respeto de los derechos humanos y sin la debida 
diligencia, pues como lo señala Velasco (2014), las empresas negociaban predios sin 
triangular la información sobre la tradición de los inmuebles, aprovechándose de forma 
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directa e indirecta de los conflictos intercomunitarios para acceder a tierras a un menor 
precio34.  
 
Como resultado de lo anterior, empresas transnacionales como la Drummond, el Grupo 
Glencore, la Caribbean Resources Corporation y La Luna Mining Limited sucursal 
Colombia, aprovechándose del conflicto armado, lograron quedarse con los títulos mineros 
en el Cesar y con las concesiones portuarias y férreas en el Gran Magdalena (Centro Nacional 
de Memoria Histórica, 2018). Asimismo, de acuerdo con una investigación realizada por 
Oxfam en Colombia (2013), se pudo establecer que Cargill, mayor compañía 
comercializadora de materias primas agrícolas del mundo de acuerdo con una publicación de 
Forbes en 201135, adquirió en la región del Vichada, “al menos 52.576 hectáreas que habían 
sido anteriormente adjudicadas por el Estado a beneficiarios de la reforma agraria, y por lo 
tanto destinadas exclusivamente a la producción campesina” (p.26), para monocultivos a 
gran escala, generando consecuencias sobre la seguridad alimentaria, el medio ambiente, el 
desarrollo rural y las oportunidades de consolidación de economía campesina.  
 
De acuerdo con los informes realizados por el Centro Nacional de Memoria Histórica, otras 
empresas como Carbones de Colombia S.A (Carbocol) y una filial de Exxon, Intercor 
(International Colombia Resources Corporation) en La Guajira son señaladas por procesos 
de acumulación de tierras para la industria carbonífera, así como la empresa Texaco quien 
usurpó funciones de las autoridades civiles para ordenar a la fuerza pública la destrucción de 
viviendas y el destierro de familias en Putumayo. 
 
La participación de las empresas en el conflicto armado colombiano se agudiza con la 
impunidad y la nula responsabilidad de estas, debido al sinnúmero de dificultades que se 
presentan a la hora de imputarles responsabilidad, entre las que se destaca,  
 
la complejidad de la ley que hace que las víctimas desconozcan los caminos legales 
disponibles, la ineficiencia e incapacidad de la Rama Judicial para investigar todos 
estos casos, las barreras geográficas que hacen que algunas víctimas no tengan acceso 
a la justicia, la falta de capacidad económica de estas para impulsar los casos, y la 
dificultad de encontrar pruebas más allá de la mención del paramilitar, por el paso del 
tiempo y por la informalidad con que algunas de estas relaciones tuvieron lugar 
(Sánchez León & otros, 2018, p.65). 
 
 
34 Sobre el tema de la participación de empresas en el despojo de tierras se pude ver entre otros: Soto Juan Francisco 
(2017) Restitución de tierras y empresas: oportunidades y desafíos. Comisión Colombiana de Juristas. Disponible en: 
https://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/b-restitucion_de_tierras_y_empresas.pdf y Ana Jimena Bautista 
y Leonel Plazas sobre restitución y extractivismo, en: 
https://movimientodevictimas.org/sites/default/files/Investigaci%C3%B3n%20tierras%20LIBRO%20COMPLETO.pdf  




A lo anterior, se suma la influencia política de las empresas, quienes logran intervenir en los 
planes de desarrollo de los gobiernos locales y nacionales y en la toma de decisiones 
legislativas y judiciales que las afectan, lo que explica en algunos casos, la inacción del 
Estado. 
 
De esa forma, el acceso a la justicia ha sido una obligación internacional en materia de 
derechos humanos incumplida y el pilar olvidado de los Principios Rectores de las Naciones 
Unidas sobre empresas y derechos humanos, así como el principio 7° de fomentar el respeto 
de los derechos humanos por las empresas en zonas afectadas por conflictos, el cual 
contempla que los Estados deben adoptar una serie de medidas para tratar de asegurar que 
las empresas que operan en tales contextos no se vean implicadas en abusos a los derechos 
humanos. De acuerdo con los comentarios realizados por Ruggie, los Estados en este aspecto, 
deben evaluar la eficacia de sus políticas, leyes, reglamentos y medidas de ejecución frente 
a la situación de elevado riesgo, incluso mediante disposiciones sobre la diligencia debida de 
las empresas en materia de derechos humanos, y explorar las responsabilidades civiles, 
administrativas o penales de las empresas domiciliadas u operativas en su territorio que 
cometan o participen en violaciones graves de los derechos humanos. 
 
Otro de los principios desconocidos por las empresas, corresponde al principio 23 referente 
a reconocer los contextos nacionales y locales, respetar los principios de derechos humanos 
internacionalmente reconocidos, asegurarse de no agravar la situación so pena de que los 
directores, directivos y empleados de las empresas pueden incurrir en responsabilidades 
legales por actos que equivalen a graves violaciones de derechos humanos. 
 
Bajo el reconocimiento de la participación de las empresas en el marco del conflicto armado 
colombiano, en el proceso de negociación del fin del conflicto y la construcción de una paz 
estable y duradera entre el Estado Colombiano y la antigua guerrilla de las FARC - EP, 
invitaron a las empresas a que a través de sus propuestas contribuyeran al Acuerdo Final.  
 
De los seis puntos que establece el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la 
Construcción de una Paz Estable y Duradera, se hace referencia al sector empresarial en el 
punto uno Hacia un Nuevo Campo Colombiano: Reforma Rural Integral en lo concerniente 
a la construcción del Plan progresivo de protección social y de garantía de derechos de los 
trabajadores y trabajadoras rurales, disponiendo que las empresas deberán recibir 
capacitación en materia de obligaciones y derechos laborales, y el fomento de la cultura de 
la formalización laboral (Punto 1.3.3.5). 
 
En el punto 3.4.10 sobre el fin del conflicto y la implementación de un mecanismo nacional 
de supervisión e inspección territorial a los servicios de vigilancia y seguridad privada, se 
dispone que se adoptarán medidas de debida diligencia sobre  los propietarios de este tipo de 
empresas, de sus empleados, del armamento disponible y de los contratos de prestación de 
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servicios vigente, castigando a aquellas empresas implicadas  con organizaciones criminales 
o que violen la reglamentación que están obligadas a cumplir, con la cancelación de la 
licencia de funcionamiento. 
 
La debida diligencia también se incorpora en el punto cuatro sobre solución al problema de 
las drogas ilícitas, al disponer que se establecerán normas y mecanismos que comprometan 
a las empresas productoras, importadoras y comercializadoras de insumos y precursores 
químicos, en la adopción de medidas de transparencia y de controles de uso final de insumos. 
 
En el punto quinto Acuerdo sobre las Víctimas del Conflicto, se le asigna a la Comisión para 
el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición la función de adoptar un 
enfoque que permita evidenciar, esclarecer y promover el reconocimiento de las formas 
diferenciales en las que el conflicto afectó a los diferentes sectores, entre ellos, a los 
empresarios y empresarias. 
 
Por su parte, la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) por medio de la Sala de definición de 
situaciones jurídicas tiene la función de definir la situación jurídica de aquellos terceros que 
se presenten voluntariamente a la jurisdicción, cuando hayan tenido una participación 
determinante en los delitos más graves y representativos. Disposición desarrollada en el Acto 
Legislativo 01 de 2017 que contempla en su artículo 16° que, 
 
Las personas que sin formar parte de las organizaciones o grupos armados, hubieren 
contribuido de manera directa o indirecta a la comisión de delitos en el marco del 
conflicto, podrán acogerse a la JEP y recibir el tratamiento especial que las normas 
determinen, siempre que cumplan con las condiciones establecidas de contribución a la 
verdad, reparación y no repetición. 
 
En el último punto concerniente a la implementación, verificación y refrendación del 
Acuerdo Final, se dispone que, para contribuir a garantizar la implementación de los 
acuerdos, 
 
Se promoverá la participación del sector empresarial en la implementación de los 
acuerdos para contribuir a garantizar la productividad, el acceso a mercados y en 
general la sostenibilidad de los proyectos contemplados, entre otros, en la Reforma 
Rural Integral, el Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos y en los planes 
de reincorporación a la vida civil (Acuerdo Final, 2016, punto 6.1.3) 
 
En resumen, las disposiciones contempladas en el Acuerdo Final para las empresas se limitan 
al deber de conocer y cumplir la normatividad nacional e internacional sobre derechos 
laborales, aplicar procesos de debida diligencia y participar activamente en la 
implementación del Acuerdo Final.  
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La participación de las empresas en la implementación y postacuerdo, incluye a las 
domésticas y las transnacionales, que se conciben “como una vía para desarrollar actividades 
económicas de mayor envergadura, lo cual conlleva al aumento de beneficios y la reducción 
de los costos asociados al conflicto” (Prandi, 2010, p.60) y cuentan con recursos 
privilegiados como capital, conocimiento y habilidades administrativas para crear inversión 
y empleos, por ejemplo, para desmovilizados del conflicto, pero también para las víctimas 
de este (Jiménez, 2014, p.72). 
 
Para López-Santamaria & Grueso (2019), la participación de las empresas en acciones de 
construcción de paz puede estar relacionada con la RSE puesto que esta se concibe “como 
el mecanismo que reduce la brecha entre grupos de interés externos y empresa, al alivianar 
las consecuencias del conflicto, y permite que la empresa asuma un comportamiento que 
propenda por la creación de una paz sostenible” (p.149). Sin embargo, persiste la crítica 
sobre la eficacia de las prácticas de RSE teniendo en cuenta su carácter voluntario, por lo 
que más allá de implementar prácticas de responsabilidad social, las empresas deben cumplir 
con la normatividad nacional e internacional a cabalidad, prestar atención a las acciones 
dañinas no intencionales que puedan causar sus empresas, evitarlas y/o mitigarlas, y 
promover la coexistencia pacífica en las comunidades en las que operan (Gallego, Gutiérrez, 
Osorio & Cortés, 2016), como implementación de las Líneas Directrices de la OCDE y los 
Principios Rectores de Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos Humanos.  
 
Sobre las medidas derivadas de la justicia transicional y del Sistema Integral de Verdad, 
Justicia, Reparación y No Repetición, estos autores señalan que las empresas pueden 
participar de dos formas: como víctimas del conflicto armado, “de manera tal que la sociedad 
pueda conocer los casos en los que los empresarios fueron victimizados en la guerra” (p. 41), 
y como responsable de haber cometido violaciones a los derechos humanos o contribuido a 
la financiación de grupos armados ilegales. 
 
De acuerdo con el Acto Legislativo 01 de 2017, el sometimiento de las empresas o los 
terceros ante la Jurisdicción Especial para la Paz es voluntario y debió efectuarse dentro de 
los tres (3) meses siguientes a la puesta en marcha de esta Jurisdicción, es decir, el 15 de 
marzo de 2018. Al vencimiento del término para el sometimiento de terceros ante la 
jurisdicción, la JEP reportó con corte a diciembre de 2020, que 823 terceros habían 
presentado solicitud de sometimiento, donde, 
 
la principal modalidad de participación de los terceros civiles con el conflicto armado 
es el financiamiento y auspicio de grupos al margen de la ley -concretamente las AUC- 
a cambio de beneficios en materia de seguridad o adquisición de bienes a favor, en 




Por lo que ahora, el reto de la JEP “consistirá en un análisis de información estratégico y un 
manejo de incentivos responsables que logre informar a los terceros sobre los beneficios a 
los que pueden acceder si aportan plenamente a la verdad, la reparación y la no repetición” 
(Dejusticia, 2020), teniendo en cuenta que, pese a que se haya vencido el plazo mencionado, 
la Ley 1957 de 2019 abre la posibilidad para que estos comparecientes puedan acceder al 
componente de justicia del Acuerdo Final dentro de los tres meses siguientes a su vinculación 
formal a los procesos de investigación. 
 
De esa forma, el espejismo de la responsabilidad de las empresas resulta más rotundo cuando 
en un Estado como Colombia, en donde se ha demostrado la participación de las empresas 
en el marco del conflicto armado, estos actores no tienen una participación y vinculación 
directa en los mecanismos de justicia transicional, lo cual desconoce los principios rectores 
sobre empresas y derechos humanos en zonas afectadas por conflictos y las obligaciones 
internacionales del Estado en materia de derechos humanos al vulnerar los derechos de las 
víctimas a la verdad, a la justicia y a la reparación. 
 
Es por ello, que sería de gran relevancia que la JEP en virtud de sus funciones decidiera abrir 
un caso sobre la responsabilidad de las empresas y de los empresarios en el marco del 
conflicto armado, que tenga en cuenta los patrones de macrocriminalidad, prácticas, modus 
operandi y autores, así como propiciar una instrucción dialógica y restaurativa con las 
víctimas. 
 
Finalmente, sobre las zonas en conflicto, John Ruggie señaló en una entrevista en el año 2012 
que no hay normas universalmente reconocidas y aplicadas para la conducta de las grandes 
empresas en el extranjero en materia de derechos humanos, existiendo por el contrario una 
proliferación de iniciativas voluntarias, pero ninguna de magnitud importante, por lo que 
recomienda que además de respetar los derechos humanos y aplicar los principios rectores, 
las empresas deben aplicar el derecho internacional humanitario, para llenar cualquier vacío 


















A partir de lo expuesto anteriormente, es posible afirmar que el Estado como principal 
protagonista del Derecho Internacional es el primer llamado a responder por conductas 
contrarias a las obligaciones internacionales adquiridas en el pleno de sus facultades ante los 
tribunales internacionales como la Corte Internacional de Justicia y los tribunales regionales 
como la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Corte Africana de Derechos 
Humanos y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. 
 
A diferencia de los Estados, los individuos y las personas jurídicas cuentan con una 
subjetividad limitada, que ha conllevado a que su responsabilidad en materia internacional 
se dé únicamente en circunstancias específicas como las descritas en el Estatuto de Roma 
para las personas naturales, o completamente nula, como es en el caso de las empresas. 
 
En consecuencia y debido a las graves violaciones de derechos humanos que empezaron a 
conocerse en la década de los setenta por la actuación de las empresas transnacionales al 
régimen del Apartheid, el golpe militar en Chile y su participación en graves crímenes, en el 
seno de Naciones Unidas empieza a evidenciarse la problemática sobre Empresas y Derechos 
Humanos. Hoy, cincuenta años después, denuncias sobre aumentos en las jornadas de trabajo, 
despidos injustificados, contratación a menores de edad, contaminación ambiental y 
patrocinio a grupos criminales con el fin de obtener seguridad privada privilegiada por parte 
de estas empresas siguen llegando a Naciones Unidas sin una respuesta eficaz. 
 
El Código Internacional de Conducta de las Multinacionales (1977), la Declaración 
Tripartita de Principios sobre las Empresas Multinacionales de la Organización 
Internacional del Trabajo (1977) y el Pacto Mundial de Naciones Unidas (2000) constituyen 
un bloque de disposiciones internacionales blandas o de soft law en el ámbito internacional, 
las cuales se han limitado a enunciar un mínimo de buenas conductas dirigidas a la promoción 
y protección de los derechos humanos por parte de los Estados y las empresas 
transnacionales. 
 
Las Normas de Derechos Humanos para Empresas (2003) y los Principios Rectores sobre 
las empresas y los derechos humanos: puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas 
para "proteger, respetar y remediar” (2011) fueron la apuesta de Naciones Unidas en el 
nuevo milenio, representando un avance significativo en la responsabilidad de las empresas 
al incluir, además del reiterado compromiso de respetar, proteger y cumplir los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, el deber de reparar los daños ocasionados  mediante 
disculpas, restitución, rehabilitación, compensaciones económicas o no económicas y 
sanciones punitivas, al haber provocado o contribuido a provocar consecuencias negativas.  
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Estos principios fueron adoptados por las Líneas Directrices de la OCDE para Empresas 
Multinacionales en la revisión del año 2011, después de más de tres décadas de poco 
desarrollo e impacto de la primera versión promulgada en 1976, por lo que, con el fin de no 
repetir años de inactividad e inaplicabilidad, los Estados crearon una guía de procedimiento 
para fortalecer la operatividad de los Puntos Nacionales de Contacto -mecanismo creado para 
favorecer la eficacia y aplicación de las Directrices - otorgándoles criterios fundamentales de 
visibilidad, accesibilidad, transparencia y responsabilidad para fomentar el cumplimiento en 
su funcionalidad. 
 
Los Puntos Nacionales de Contacto se constituyeron entonces, en un instrumento importante 
en materia de responsabilidad empresarial al ser un medio de recepción y trámite de quejas 
sobre derechos humanos, aunque su naturaleza y adopción por las empresas sea estrictamente 
voluntario y los Estados aduzcan falta de capacidad económica y de recursos humanos para 
implementarlos. 
 
Con esta caja de herramientas en materia de derechos humanos y empresas, los Estados 
empezaron a implementar normas y directivas como instrumentos para responsabilizar y 
sancionar las conductas de las empresas. En Europa estas iniciativas empezaron a desollarse 
desde el año 2001 por decisión y fomento de la Comisión Europea, en articulación con las 
diversas disposiciones internacionales existentes, las cuales fueron mutando a preceptos más 
duros y vinculantes mediante la adopción de normativas y políticas públicas por parte de los 
Estados con relación a la exigencia del respeto a los derechos humanos por parte de las 
empresas, hasta el punto, que actualmente la Unión Europea viene adelantando un proceso 
de adopción sobre debida diligencia para todos los Estados miembros, teniendo en cuenta 
que varios de estos han incorporado en sus ordenamientos jurídicos determinaciones sobre 
responsabilidad social empresarial como Francia y Países Bajos y responsabilidad penal de 
las empresas, caso Francia, España y Holanda. 
 
En América Latina y África los espacios de integración y cooperación como el Foro Regional 
sobre Empresas y Derechos Humanos para América Latina y el Caribe y la Red de 
Instituciones Nacionales Africanas de Derechos Humanos, los códigos de buena conducta y 
planes nacionales de acción son iniciativas que se encuentran en proceso de desarrollo. De 
esa forma, se sigue promoviendo un espejismo entorno a la responsabilidad internacional de 
las empresas trasnacionales por medio de procesos de debida diligencia y de responsabilidad 
social empresarial, donde las empresas siguen sin asumir un compromiso serio sobre su 
responsabilidad en las violaciones a los derechos humanos, sobre todo, en las ejecutadas en 
el marco de conflictos armados. 
 
Como consecuencia, frente a la pregunta objeto de esta investigación ¿cuál es la 
responsabilidad jurídica que tienen las empresas transnacionales en materia de derechos 
humanos en Colombia?, se ha podido demostrar que los Estados han encontrado en los 
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instrumentos anteriormente descritos, una invitación para transcribir las obligaciones de 
proteger, respetar y remediar los derechos humanos en códigos de buena conducta y planes 
nacionales en sus ordenamientos jurídicos internos, los cuales no cuentan con ningún tipo de 
seguimiento o sanción a las medidas allí contempladas. Por lo que, ante una eventual 
violación a los derechos humanos por parte de una empresa, no se configuraría ninguna 
responsabilidad nacional o internacional, dado que estos principios al estar fundamentados 
en la creencia de que las empresas no tienen obligaciones jurídicamente vinculantes que 
constituyan un delito o una contravención niegan de entrada una futura responsabilidad 
nacional o internacional de las personas jurídicas derivadas del incumplimiento de su deber 
de respetar los derechos humanos. 
 
De esa forma, tanto Colombia como los otros Estados siguen cubriendo sus acciones y 
omisiones bajo el débil manto de la responsabilidad social empresarial. Hace tan solo 
dieciocho años que Colombia inició con la implementación de algunas normas de carácter 
voluntario y no coercitivo en materia de responsabilidad social empresarial, y aunque si bien 
Colombia fue el primer Estado no europeo en tener un Plan Nacional de Acción en Derechos 
Humanos y Empresa, hoy cuenta con un PNA rechazado por la sociedad civil, generando así 
un retroceso en los instrumentos de política pública y un cuestionamiento sobre el 
compromiso del Estado colombiano en materia de empresas y derechos humanos, olvidando 
que los derechos humanos son un estándar moral de validez universal e imperativo 
internacional de obligatorio cumplimiento, por lo que, independientemente del vulnerador 
(individuo, empresa, Estado), debe existir una sanción correspondiente al tipo de vulneración 
que conlleve un enfoque de remediación y reparación, aplicable por los tribunales internos e 
internacionales. 
 
Por lo tanto, es inaceptable que se lea de forma aislada la vulneración a los derechos humanos 
cometida por las empresas transnacionales en un Estado con un conflicto armado no 
internacional de décadas, donde la participación y responsabilidad de las empresas es 
judicialmente y académicamente demostrada pero sistemáticamente omitida por los 
mecanismos de justicia ordinaria y transicional, haciéndose más evidente el espejismo de la 
responsabilidad de las empresas transnacionales, ya que al existir disposiciones específicas 
sobre el respeto de los derechos humanos por parte de las empresas en zonas afectadas por 
conflictos estas resultan ineficaces ante la voluntad reiterada de los gobiernos de turno y de 
las empresas en negar su participación en el conflicto armado. 
 
Asimismo, es indefendible que no existan foros o cortes internacionales para reclamar las 
vulneraciones a los derechos humanos cometidos por las empresas. El respeto, promoción y 
protección a los derechos humanos es un imperativo de obligatorio cumplimiento para los 
Estados, los individuos y para las empresas, quienes deben ser consideradas actores en el 




Ante este escenario de disposiciones voluntarias y no vinculantes que se desprenden de la 
inexistencia de un instrumento internacional jurídicamente vinculante, pareciera que la 
responsabilidad internacional para las empresas, en especial para las transnacionales, está 
muy lejos de ser una realidad. 
 
Seis años después de la propuesta del gobierno ecuatoriano de elaborar un instrumento 
internacional jurídicamente vinculante sobre las empresas transnacionales y otras empresas 
con respecto a los derechos humanos, aprobada mediante la resolución 26/9 por el Consejo 
de Derechos Humanos, sigue en un borrador eterno, a la fecha no existe un texto definitivo 
o un compromiso unánime o mayoritario de los Estados en terminar y adoptar el texto final, 
siendo cada vez más evidente las oposiciones debido a la influencia económica que se 
desprende de la actividad transnacional camuflada bajo pretextos en afectaciones a sus 
respectivas políticas exteriores. 
 
En esa medida, el compromiso de Colombia, de Naciones Unidas y de la comunidad 
internacional se ha circunscrito en adoptar una serie de disposiciones que no tienen un efecto 
jurídico real o vinculante para las empresas transnacionales ni para los Estados, evitando 
tomar medidas que los obliguen al pleno cumplimiento y respeto de los derechos humanos. 
 
Así, el espejismo de la responsabilidad internacional de las empresas transnacionales no 
puede ser más evidente. Colombia como la mayoría de los Estados siguen vendiendo la falsa 
idea de respeto, promoción y protección de los derechos humanos frente a la actividad de las 
ETN ante la comunidad internacional pero internamente en sus ordenamientos jurídicos no 
adoptan normas eficaces o vinculantes que responsabilicen o sancionen el actuar de estas 
empresas, quedando solo un discurso vacío sobre el deber de promoción y protección a los 
derechos humanos en el ámbito empresarial. 
 
Los instrumentos de debida diligencia y responsabilidad social empresarial han mostrado su 
poca efectividad por lo que las acciones de tutela, acciones populares y demás acciones 
constitucionales han aumentado, así como las demandas internacionales, al convertirse en la 
única vía jurídica para proteger los derechos humanos del accionar de las empresas. Es por 
ello, que el compromiso unánime de los Estados en un instrumento internacional 
jurídicamente vinculante sobre las empresas transnacionales y los derechos humanos es cada 
vez más imperioso y necesario. 
 
Las constantes oposiciones y reservas a las disposiciones planteadas en el borrador de tratado 
internacional sobre las empresas transnacionales y otras empresas con respecto a los derechos 
humanos no deben circunscribirse a la voluntad política de un gobierno de turno, sino que 
deben responder a las obligaciones internacionales suscritas por los Estados y al 
cumplimiento irrestricto de respeto, promoción y protección a los derechos humanos, ya que, 
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de lo contrario se estaría abriendo una brecha de impunidad a merced de las empresas 
transnacionales. 
 
De esa manera, tanto Colombia como los demás Estados deben dejar de perseguir la sombra 
de la responsabilidad internacional, romper con la brecha jurídica internacional existente, 
reconocer una vez más los derechos humanos como imperativo, unir esfuerzos para finalizar 
el borrador existente sobre el instrumento internacional jurídicamente vinculante sobre las 
empresas transnacionales y otras empresas con respecto a los derechos humanos y obligar a 
las empresas transnacionales a respetar y proteger los derechos humanos, so pena de ser 
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